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Tema: Proyecto de Ley número 315 de 2025 
Cámara, por medio de la cual se crea la Comisión 
Nacional de Investigación para el Esclarecimiento 
de la Verdad y reparación integral a las víctimas 
de delitos de abuso sexual en contextos clericales 
y religiosos.

Presidente José Jaime Uscátegui Pastrana: 
Muy buenos días. Siendo ya las 9:30 de la 

mañana, damos inicio a la Audiencia Pública, 
así que iniciemos con el orden del día, señor 
Secretario.

Secretario Javier Eduardo Figueroa Pulido: 
Buenos días para todos. Sí señor Presidente, 

siendo las 9:29 a. m. doy lectura al orden del día, 
dispuesto para esta Audiencia Pública.

HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL
Sesiones Ordinarias

Legislatura 2025 – 2026
Salón de sesiones de la Comisión Primera

“Roberto Camacho Weverberg”
AUDIENCIA PÚBLICA

ORDEN DEL DÍA

Viernes diez (10) de abril de 2026

A C TA S  D E  C O M I S I Ó N

9:00 a. m.
I

Lectura de Resolución número 23 de 2026
(marzo 27)

II
Audiencia pública

1.	 Proyecto de Ley número 315 de 2025 
Cámara, por medio de la cual se crea la Comisión 
Nacional de Investigación para el Esclarecimiento 
de la Verdad y reparación integral a las víctimas 
de delitos de abuso sexual en contextos clericales y 
religiosos.

Autores: honorables Representantes Etna 
Támara Argote Calderón, Erika Tatiana Sánchez 
Pinto, Jennifer Dalley Pedraza Sandoval, Gabriel 
Becerra Yáñez, Norman David Bañol Álvarez, Leider 
Alexandra Vásquez Ochoa, David Ricardo Racero 
Mayorca, Daniel Carvalho Mejía, Julián Peinado 
Ramírez, Eduard Giovanny Sarmiento Hidalgo, 
Alirio Uribe Muñoz, Carolina Giraldo Botero, Juan 
Carlos Lozada Vargas, Jorge Alejandro Ocampo 
Giraldo. La Honorable Senadora Jahel Quiroga 
Carrillo.

Ponentes: honorables Representantes Alirio Uribe 
Muñoz -C-, Jennifer Dalley Pedraza Sandoval -C-, 
Delcy Esperanza Isaza Buenaventura, Jorge Eliécer 
Tamayo Marulanda, Juan Carlos Lozada Vargas, 
Karen Astrith Manrique Olarte y Luis Alberto Albán 
Urbano.

Proyecto publicado, Gaceta del Congreso 
número 1696 del 2025.

Proposición número 29 aprobada en esta Célula 
Legislativa y suscrita por el honorable Representante 
José Jaime Uscátegui Pastrana. 
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Lugar: Salón de sesiones de la Comisión Primera 
“Roberto Camacho Weverberg”

Formulario para inscripción:  https://forms.gle/
ktU6TsFcEc8E352X8 

III
Lo que propongan los honorables 

Representantes
El Presidente, 

Gabriel Becerra Yáñez.
El Vicepresidente,

Orlando Castillo.
La Secretaria, 

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
El Subsecretario,

Javier Eduardo Figueroa Pulido.
Señor Presidente, ha sido leído el primer punto 

del orden del día. 
Presidente:
Seguimos entonces con el primer punto.
Secretario:
Sí señor Presidente. Primer punto del orden del 

día es la lectura de la Resolución número 23 de 
marzo 27 de 2026: 

RESOLUCIÓN NÚMERO 23 DE 2026
(marzo 27)

por la cual se convoca a audiencia pública.
La Mesa Directiva de la Comisión Primera de la 

Honorable Cámara de Representantes
CONSIDERANDO:

a)	 Que la Ley 5ª de 1992, en su artículo 230 
establece el procedimiento para convocar Audiencias 
Públicas sobre cualquier proyecto de acto legislativo 
o de ley.

b)	 Que mediante Proposición número 29 
aprobada en la Sesión de Comisión del martes 2 
de diciembre de 2025, suscrita por el honorable 
Representante José Jaime Uscátegui Pastrana sobre 
el Proyecto de Ley número 315 de 2025 Cámara, por 
medio de la cual se crea la Comisión Nacional de 
Investigación para el Esclarecimiento de la Verdad 
y Reparación Integral a las Víctimas de delitos de 
abuso sexual en contextos clericales y religiosos, ha 
solicitado la realización de Audiencia Pública.

c)	 Que la Mesa Directiva de la Comisión 
considera que es fundamental en el trámite de estas 
iniciativas, conocer la opinión de la ciudadanía en 
general sobre el proyecto de ley estatutaria antes 
citado.

d)	 Que el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, 
faculta a la Mesa Directiva, para reglamentar lo 
relacionado con las intervenciones y el procedimiento 
que asegure la debida atención y oportunidad.

e)	 Que la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, en relación con las Audiencias 
Públicas ha manifestado: “(…) las Audiencias 

Públicas de participación ciudadana decretadas por 
los Presidentes de las Cámaras o sus Comisiones 
Permanentes, dado que el propósito de éstas no es el 
de que los Congresistas deliberen ni decidan sobre 
algún asunto, sino el de permitir a los particulares 
interesados expresar sus posiciones y puntos de 
vista sobre los proyectos de ley o acto legislativo 
que se estén examinando en la célula legislativa 
correspondiente; no son, así, Sesiones del Congreso 
o de sus Cámaras, sino Audiencias programadas 
para permitir la intervención de los ciudadanos 
interesados”.

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar a Audiencia Pública para 

que las personas naturales o jurídicas interesadas, 
presenten opiniones u observaciones sobre el 
Proyecto de Ley Estatutaria número 3315 de 2025 
Cámara, por medio de la cual se crea la Comisión 
Nacional de Investigación para el Esclarecimiento 
de la Verdad y Reparación Integral a las Víctimas 
de delitos de abuso sexual en contextos clericales y 
religiosos.

Artículo 2º. La Audiencia Pública se realizará el 
viernes 10 de abril de 2026, a las 9:00 a. m., Salón 
de Sesiones de la Comisión Primera “Roberto 
Camacho Weverberg”.

Artículo 3°. Las inscripciones para intervenir en la 
Audiencia Pública, podrán realizarlas hasta el jueves 
9 de abril de 2026 a las 4:00 p. m., diligenciando el 
formulario correspondiente en el siguiente enlace: 
https://forms.gle/JLpitGWmpSYD2PPe7  

Artículo 4°. La Mesa Directiva de la Comisión ha 
designado en el honorable Representante José Jaime 
Uscátegui Pastrana, la dirección de la Audiencia 
Pública, quien, de acuerdo con la lista de inscritos, 
fijará el tiempo de intervención de cada participante.

Artículo 5º. La Secretaría de la Comisión, 
efectuará las diligencias necesarias ante el área 
administrativa de la Cámara de Representantes, a 
efecto de que la convocatoria a la Audiencia sea de 
conocimiento general y en especial de la divulgación 
de esta Audiencia en el Canal del Congreso.

Artículo 6º. Esta Resolución rige a partir de la 
fecha de su expedición.

Comuníquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de marzo 2026.
El Presidente,

Gabriel Becerra.
El Vicepresidente,

Orlando Castillo.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
Señor Presidente, ha sido leída la resolución 

del primer punto del orden del día, pero antes me 
permito manifestarle que, de conformidad con el 
artículo 5° de esta resolución, esta Secretaría ha dado 
cumplimiento y ha elaborado las comunicaciones 
necesarias para que, a través del Canal Congreso, 
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sea divulgada previamente la convocatoria a esta 
Audiencia Pública, así como el formulario de 
inscripción, que previamente estaba publicado 
también en el orden del día.

Como resultado de esto, hemos tenido cincuenta 
y dos personas inscritas a esta Audiencia Pública. 
No sin antes también, y por solicitud y disposición 
suya señor Presidente y algunos Ponentes de la 
iniciativa, se han invitado: al Ministerio del Interior; 
se invitó también al señor Ministro de Justicia y del 
Derecho; al Ministerio de Salud y Protección Social; 
Ministerio de la Igualdad y la Equidad; a la Fiscal 
General de la Nación; al Procurador General de la 
Nación; se invitó a la señora Defensora del Pueblo; 
a la Consejera Presidencial de Derechos Humanos; 
al Director General de la Policía; a la Directora 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; 
y a unas fundaciones, Red de Sobrevivientes, 
Fundación Plan, algunos periodistas, activistas, a la 
Conferencia Episcopal, a UNICEF y, entre otros a 
otras fundaciones.

Señor Presidente, con ese informe que le da la 
Secretaría, puede dar inicio formal a esta Audiencia 
Pública.

Presidente:
Muy bien, muchas gracias. Como ven tenemos 

bastantes intervenciones, entonces tenemos que ser 
muy rigurosos con el tiempo. Como regla general, 
incluyéndome, vamos a tener 3 minutos para 
intervenir y después tendríamos un minuto de cierre, 
para alcanzar a escucharnos todos.

Por favor, tenemos algunos actores institucionales 
y la gran mayoría de la sociedad civil. Todos, creo yo, 
estamos de acuerdo con el espíritu de este proyecto. 
Ya todos hemos leído el Articulado, entonces 
ahorrémonos un poco la parte del diagnóstico para 
entrar en materia. ¿Estamos de acuerdo con la 
creación de la Comisión que propone el proyecto 
de ley? ¿ese es el mecanismo idóneo para lo que 
se busca y es combatir el abuso de menores en 
escenarios o contextos religiosos o eclesiales, como 
lo propone el proyecto de ley? ¿qué propuestas 
harían de reforma o de modificación? ¿qué cosas 
consideran que son las fortalezas del proyecto y 
cuáles son sus debilidades?

Así que arrancamos con los invitados 
institucionales, Jennifer Pedraza me dice que ya está 
llegando, pero que vayamos avanzando. Me gustaría 
que la Representante Támara Argote, también nos 
acompañe; entiendo que está conectada. Está el 
Representante. Ah, Támara, gracias, ya entonces, a 
continuación te cedo el uso de la palabra para instalar 
la Audiencia y arrancamos con las intervenciones. El 
Representante Luis Miguel López, también informa 
que está conectado. Quien quiera hacer uso o pedir 
la palabra, por favor háganoslo saber. Tratemos de 
no redundar mucho en los conceptos para que, de 
esa manera, nos rinda toda la mañana y podamos dar 
por concluida la Audiencia.

Así que le concedo la palabra a la doctora Támara, 
como Autora principal del proyecto y a continuación 

de ella, arrancamos con la doctora Luz María 
Sánchez, delegada de Asuntos Constitucionales de 
la Defensoría del Pueblo. Sigue, Representante, 
sonido para la Representante Támara Argote y a 
continuación, Jennifer Pedraza.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la honorable Representante Etna Támara Argote 
Calderón:

Bueno, muchísimas gracias, Presidente. 
Hoy quiero saludar por supuesto, a todos mis 
compañeros y compañeras colegas que están 
presentes, conectados también; a la Mesa Directiva 
por supuesto; a las Instituciones de gobierno y a 
las Instituciones Religiosas que vienen presentes 
también a esta Audiencia; a las organizaciones 
sociales; a las víctimas, a los sobrevivientes y a 
la ciudadanía en general, mi saludo, en particular, 
quiero hacer un saludo muy respetuoso a las 
víctimas y sobrevivientes, y espero que podamos 
hacer este diálogo de la manera más respetuosa, 
para revictimizar de la manera menor posible, a 
quienes han padecido este dolor durante décadas, 
a quienes sobreviven con esta historia y a quienes, 
por supuesto ya no están presentes, pues también 
honrarles por su lucha, por su silencio, por sus 
temores también que tuvieron que guardar. Quiero 
hacer un saludo también, por supuesto a quienes han 
venido haciendo eco de las luchas de las víctimas: 
a periodistas, a investigadores sociales que van 
abriendo camino y un camino que se abre en todo 
el mundo. Reciban todos y todas, un saludo muy 
respetuoso.

Yo quiero comenzar diciendo que la Iglesia, 
evidentemente, ha cumplido con un rol determinante 
en la construcción de nuestra sociedad, determina 
los comportamientos, determina la construcción de 
los valores familiares y así, pues, ha sido su rol y 
así también lo ha requerido históricamente. Por eso, 
la influencia que ejerce la Iglesia, que ejercen sus 
liderazgos, sus dignidades de todos los credos, de 
todas las fes, pues es determinante también para la 
construcción de las familias y las construcciones 
sociales. De ahí que resulte fundamental que 
tengamos que actuar decididamente para garantizar 
que la protección de las niñas, los niños y los 
adolescentes, también se ejerza a partir de la verdad, 
de la justicia que pueda salir, generarse, pues como 
que emanar de los nuevos fallos que la jurisprudencia 
tiene a bien poner a disposición a nuestra sociedad.

Nosotros sabemos que ha habido una lucha 
durante muchos años, que la Corte Constitucional 
ha amparado, pero que particularmente ahora en el 
2025, reúne y unifica con su última Sentencia, para 
garantizar que la verdad sea conocida y también 
pues además de insistir en esa verdad, insiste 
también en que debe haber protocolos y procesos de 
reparación. Por eso, pues, yo saludo esta iniciativa 
de esta Audiencia, pero especialmente.

Presidente:
Un minuto para cerrar. Y por favor, pongamos 

el tiempo en pantalla para que vayamos viendo. 
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Continúa con el uso de la palabra la honorable 
Representante Etna Támara Argote Calderón:

El anuncio que nos hace nuestro Presidente, al 
saber que todos y todas estamos aquí de acuerdo, 
en que haya una Comisión que tramite la verdad, 
que tramite también los procesos de justicia, 
especialmente porque hemos visto cómo los comités 
internacionales, han identificado que aquí continúan 
habiendo abusos sexuales generalizados contra 
niños, que también hay insuficiente investigación 
de estos hechos y particularmente cuando involucra 
instituciones de poder, como son las religiosas, y por 
supuesto también la necesidad urgente de garantizar 
que haya investigaciones profundas, pero sobre 
todo justicia, sanciones y reparación a las víctimas y 
protocolos de no repetición.

Por eso, nosotros hemos puesto en consideración 
este proyecto de ley, porque no solamente esta 
Comisión de la Verdad organizará el trámite, sino 
que también garantizará que no continuemos en una 
desbandada de control social, de la que por supuesto 
haremos parte. Y nosotros anunciamos por supuesto 
también, que apoyamos a las víctimas y por lo 
menos.

Presidente:
Un minutico más para terminar, que es la Autora, 

por eso con ella hacemos una excepción, pero para 
todos los intervinientes van a ser 3 minutos, más 
el minuto de cierre, por favor. Pero en el caso de 
la Representante, que es Autora de la iniciativa, 
permitámosle terminar.

Continúa con el uso de la palabra la honorable 
Representante Etna Támara Argote Calderón:

Nos encargaremos, en cada una de las Constancias, 
en cada una de las entrevistas, de empezar a hacer 
conocer directamente a la opinión pública, los 
casos por ejemplo de Mario Hernando Reyes, de 
Manuel Cely Silva, de Luis Ángel Cuenca, de los 
38 sacerdotes y una sola víctima, por ejemplo. Y los 
vamos a continuar haciendo eco en el Congreso de 
la República, hasta que la verdad ya haga parte de un 
tratado institucional que conduzca a la reparación, 
a la reivindicación de las víctimas y por supuesto, 
a la justicia y a la no repetición. Muchas gracias 
Presidente.

Presidente:
Muchas gracias. Tiene la palabra Jennifer 

Pedraza, Representante a la Cámara, que también 
dirige esta Audiencia.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Representante Jennifer Dalley 
Pedraza Sandoval:

Hola, muy buenos días para todos y para todas. 
Muchísimas gracias por asistir a esta conversación. 
Gracias al Representante Uscátegui, también por 
proponer esta Audiencia Pública, en la que vamos 
a discutir el proyecto de ley que plantea la creación 
de la Comisión Nacional de Investigación para 
el Esclarecimiento de la Verdad y la Reparación 

Integral a las Víctimas de delitos de abuso sexual en 
contextos clericales y religiosos.

Este proyecto tiene ese propósito, a raíz del 
reconocimiento de la necesidad de que el Estado 
Colombiano deje de evadir su responsabilidad en la 
posibilidad de reparar y promover el reconocimiento 
de las víctimas de abuso sexual en entornos 
clericales y propone la creación, en la Defensoría 
del Pueblo, de una Comisión que se encargue de 
hacer un seguimiento, por ejemplo, a las prácticas 
sistemáticas, a las formas de atender, responder, 
hacerle seguimiento o no a los casos de violencia 
sexual en entornos clericales.

Tiene una aproximación respetuosa, por 
supuesto, de la afinidad, de la identidad religiosa 
de las diferentes personas, tanto de esta Audiencia 
como de todo el país en general, pero nos preocupa y, 
digamos que lo que se antepone, es la posibilidad de 
garantizar el derecho a la verdad para las víctimas y 
para la sociedad. Se propone contribuir a la justicia y 
a lograr erradicar, batallar en contra de la impunidad 
en una sociedad que es abiertamente, digamos, que 
ha aumentado su tolerancia frente a los casos de 
violencia, especialmente contra niños y niñas, pero 
en los casos de abuso sexual en entornos clericales. 
También se propone promover la reparación integral 
de las víctimas, hablamos económica, psicosocial, 
simbólica y socialmente y por supuesto prevenir la 
repetición de este tipo de crímenes.

En ese sentido, el objeto de esta Audiencia 
es escuchar las diferentes voces que han pedido 
ser tenidas en cuenta, pero me parece importante, 
desde la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
de la Cámara, señalar que el propósito es que 
esta conversación sea respetuosa, que sea una 
conversación que le permita a Colombia identificar 
los elementos estructurales de esta discusión. 
Contamos con voces muy reconocidas a nivel 
nacional e internacional, así que yo quiero hacer 
como ese llamado desde lo metodológico y desde 
la Mesa Directiva de la Cámara de Representantes 
y decir que este es el Primer Debate que va a tener 
este proyecto de ley, así que el objetivo es poder 
nutrirlo, complementarlo y a lo largo de la discusión 
Congresional, poder hacer ajustes que se vean 
pertinentes.

Pero, digamos que el propósito de esta Audiencia 
es ver, qué elementos adicionales podemos incluir 
o ajustar en el proyecto de ley para la creación 
de la Comisión de Verdad y Reparación a las 
Víctimas de abuso sexual en entornos clericales. 
Entonces, eso es como sencillamente lo que yo diría. 
Obviamente, mi postura es a favor del proyecto, yo 
soy Coautora del proyecto, mi postura está muy 
clara también, digamos, en favor de las víctimas y 
todo lo que han tenido que hacer, incluso ir hasta 
la Corte Constitucional, incluso desde el periodismo 
colombiano, para acceder a una información que es 
de interés público.

Y así lo ha señalado el Comité de los Derechos 
del Niño, por ejemplo, en su reciente encuentro, 
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llamando a que este tipo de Comisiones se 
puedan implementar. Ha habido experiencias 
internacionales, como el caso de Chile, que prueban 
que el acceso a esta información es un asunto de 
interés público, es un asunto de interés nacional 
y por eso es que el Congreso de la República ha 
decidido aproximarse desde una manera respetuosa, 
de nuevo, frente a las creencias, en las identidades 
religiosas, pero que ante todo, pone como prioridad 
la necesidad de proteger los derechos de los niños, 
de las niñas y en este caso, de las víctimas de abuso 
sexual en entornos clericales.

Eso es lo que yo plantearía. Bienvenidos y 
bienvenidas a la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes. Esta es la Comisión más importante 
del Congreso de la República y en ese sentido, pues 
desde esta moderación vamos a tener una actitud 
garantista, de escuchar todas las voces, por supuesto, 
pero también una actitud de respeto por las diferentes 
posturas que aquí se expresan. Sabemos que además 
este es un tema que atraviesa profundamente la 
identidad, las experiencias de vida de las personas. 
Incluso muchos y muchas, al hablar de este proyecto, 
tienen que rememorar lamentablemente quizás las 
experiencias más dolorosas de sus vidas.

Así que les vamos a pedir a todos y a todas, 
una actitud de respeto, de no interrupción hacia las 
intervenciones de los demás y las demás, porque 
queremos que este debate pueda contribuir a la 
democracia.

Presidente:
Muchas gracias. Le damos la bienvenida 

al Representante Alirio Uribe. Agradecemos 
a la Comisión Primera que ha dispuesto dos 
profesionales, Gilma González y Liseth Riveros, 
como apoyo psicosocial para el desarrollo de 
la Audiencia, y arrancamos, entonces, con la 
intervención de Luz María Sánchez, delegada para 
Asuntos Constitucionales de la Defensoría del 
Pueblo, 3 minutos y un minuto de cierre.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la doctora Luz María Sánchez, Delegada para 
Asuntos Constitucionales de la Defensoría del 
Pueblo:

Honorables Representantes, participantes en 
esta Audiencia y público que sigue la transmisión. 
Creo que todos y todas aquí coincidimos, en que 
este proyecto de ley que discutimos hoy, aborda una 
problemática muy grave. La violencia sexual vulnera 
de manera íntima el derecho a una vida digna. En el 
caso de niños, niñas y adolescentes, tiene un impacto 
profundo y de largo aliento en el proyecto de vida. 
Esta problemática demanda mecanismos idóneos 
para documentar una realidad invisibilizada, reparar 
a las víctimas y establecer garantías de no repetición. 
Por esta razón, la Defensoría del Pueblo respalda la 
creación de la Comisión Nacional propuesta en el 
Proyecto de Ley número 315 de 2025. 

También expresamos nuestra disposición a 
albergar esta Comisión dentro de la estructura de 
la Defensoría, tal como lo propone el proyecto. 

El poder legislativo tiene la potestad de asignar 
nuevas funciones a las entidades del orden nacional 
y la Defensoría respeta la libertad de configuración 
legislativa en esta materia. Quiero resaltar que esta 
Comisión se sustenta en dos pilares constitucionales 
básicos: el primero es la protección de las víctimas, en 
especial de los niños, niñas y adolescentes y también, 
respeta la autonomía e inmunidad de coacción de las 
entidades religiosas. El artículo 44 como sabemos, 
de la Constitución, dispone que los niños, niñas y 
adolescentes deben ser protegidos frente a toda 
forma de violencia, incluida el abuso sexual, y el 
artículo 19 de la Convención de los Derechos del 
Niño obliga al Estado Colombiano, como Estado 
parte de la Convención, a tomar, expresamente lo 
dice, medidas legislativas apropiadas para proteger 
al niño ante toda forma de abuso, incluido el 
abuso sexual. La Corte Constitucional también ha 
determinado en varias ocasiones que las víctimas 
de abuso sexual en contextos clericales y religiosos 
tienen derecho a la verdad, la justicia y la reparación 
integral, incluso más allá de escenarios estrictamente 
judiciales. Recordemos que el pasado 31 de enero 
del año pasado, el Comité de Derechos del Niño, 
se pronunció sobre la necesidad de impulsar 
mecanismos independientes, como el que propone 
este proyecto de ley, para investigar los casos de 
violencia sexual en contextos clericales. La sociedad 
colombiana tiene además, el derecho a conocer la 
magnitud de las violencias ocurridas en entornos 
donde las familias depositaron su confianza por 
motivos religiosos. Este derecho colectivo a saber la 
verdad, se articula con el deber de adoptar medidas 
estructurales para prevenir la repetición de estos 
hechos.

Por otra parte, la Comisión propuesta en el 
proyecto de ley, no interfiere en la libertad.

Presidente:
Un minuto para el cierre, por favor. Ahí en 

pantalla, el reloj está un poco pequeño, pero se 
alcanza a ver para que vayan administrando su 
tiempo, por favor.

Continúa con el uso de la palabra la doctora 
Luz María Sánchez, Delegada para Asuntos 
Constitucionales de la Defensoría del Pueblo:

Listo. No interfiere en la libertad religiosa ni en 
la organización interna de las iglesias. Su función se 
limita al esclarecimiento de hechos, la identificación 
de patrones de violencia e incumplimiento y la 
formulación de recomendaciones.

Ahora, para que esta Comisión cumpla con 
su mandato bajo estándares constitucionales, 
es imperativo precisar sus elementos críticos. 
La Comisión debe configurarse estrictamente 
como un órgano extrajudicial de esclarecimiento, 
documentación y recomendación. Por esta razón, 
la Defensoría del Pueblo recomienda delimitar el 
mandato de la Comisión de tal manera que no se le 
asignen funciones de policía judicial ni de inspección 
y vigilancia.
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En este sentido, es fundamental reevaluar la 
competencia para la imposición de multas y delimitar 
con rigor su autonomía presupuestal. Finalmente, 
la Defensoría reconoce y valora los esfuerzos de 
la Conferencia Episcopal en la implementación de 
protocolos de prevención y otras medidas alineadas 
con lo ordenado en la Sentencia SU-315 del 2000.

Presidente:
Muchas gracias. Seguimos entonces con 

la doctora Elizabeth Daza Reyes, profesional 
especializada del Grupo de Sexualidad, Derechos 
Sexuales y Reproductivos del Ministerio de Salud. 3 
minutos, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la doctora Elizabeth Daza Reyes, Profesional 
Especializada del Grupo de Sexualidad, Derechos 
Sexuales y Reproductivos del Ministerio de 
Salud:

Muy buenos días, traje unas diapositivas, ¿no sé 
si estén listas? Muy buenos días a todos, a todas aquí 
presentes. El escenario que nos concita hoy relevante 
para la discusión pública, nos trae hoy en nombre 
del Ministerio de Salud y Protección Social y en 
el marco de las competencias y responsabilidades 
que tenemos. Lo primero de forma general, es 
que se valora positivamente la creación de esta 
Comisión para el esclarecimiento de la verdad en 
contextos religiosos clericales. Se reconoce que ha 
habido, lo que planteaba la memoria justificativa, un 
encubrimiento histórico que ha limitado el acceso a 
la justicia y a la reparación. Esto tiene una alineación 
a las investigaciones internacionales y se resalta 
también los resultados de la investigación que vaya 
a tener esta Comisión. Se resalta la duración de 5 
años, aunque ese escenario también es sujeto de 
discusión.

El escenario fundamental aquí, es que tenemos 
unos aportes que serán pasados por escrito. 
Planteamos que sí es necesario y en lo posible, 
discutirlo a los Autores, incluir otras congregaciones, 
cultos, organizaciones religiosas, expresiones 
colectivas o individuales de carácter espiritual o 
religioso, porque no solamente son, digamos, en 
el marco del principio de la laicidad colombiana, 
también pueden haber escenarios de liderazgo y de 
influencia que van a llevar a escenarios sexuales, de 
violencia sexual por los líderes religiosos o de cultos 
y que también deben ser sujeto de la investigación. 
En ese sentido, pues eso estaría alineado con la 
Constitución Colombiana.

Otra recomendación que tenemos, es que sí es 
necesario poner quiénes son los que van a conformar 
la Comisión, no decir de manera genérica, sino que 
diga el Ministerio de Salud con la delegación solo 
del Viceministro, porque hemos tenido experiencias 
o puede ser que las Comisiones vayan al fin y al 
cabo agotándose y participen profesionales técnicos 
y no tomadores de decisión. También escenario de 
revisar lo que planteaba la persona en la Defensoría, 
de no generar espacios de revictimización cuando se 

hagan las indagaciones, la recepción de testimonios, 
para evitar ello.

Ya en último, como parte de la competencia 
del Ministerio de Salud y Protección Social, es 
importante que se ajuste que no hay reparación en 
salud en el marco de la competencia del Ministerio, 
sino acompañamiento frente a la atención, frente a 
la recuperación, la rehabilitación y que no se separe 
la atención psicológica de la atención médica. 
Digamos que el concepto que se debe manejar es la 
atención integral a las personas que se reconocen.

Presidente:
¿Ya con eso terminas? Muchas gracias. Sigue la 

Teniente Coronel, ¿Está la Teniente Coronel? Yasir 
Viviana Muñoz, de la Dirección de Investigación 
Criminal de la Policía Nacional, por el mismo 
tiempo.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la Teniente Coronel Yasir Viviana Muñoz Reyes, 
de la Dirección de Investigación Criminal de la 
Policía Nacional:

Muchas gracias, buenos días para todos, 
honorables Representantes, a todos los asistentes 
en esta Mesa de Trabajo, las víctimas. En 
representación de la Policía Nacional y de la 
Dirección de Investigación Criminal, para nosotros 
es supremamente importante la participación en esta 
Mesa de Trabajo. No sin antes decirles y darles, que 
para nosotros hay toda viabilidad frente al proyecto 
de ley que el día de hoy aquí se debate, no sin 
antes mencionar que para nosotros no son cargas 
adicionales, ya que esto hace parte de la investigación 
que nosotros normalmente desarrollamos dentro de 
la Dirección de Investigación Criminal, con el apoyo 
de la Fiscalía General de la Nación, siempre que 
tenemos un grupo destinado para tal efecto, que es 
el grupo investigativo contra los delitos sexuales y 
de familia, y que ratificamos como Policía Nacional 
y como Dirección de Investigación Criminal la 
importancia de la protección de los niños, niñas y 
adolescentes en este particular que nos reúne el día 
de hoy.

Claramente, no constituyen unas cargas 
adicionales, ya que están dentro de nuestra 
misionalidad, dentro de las funciones que ocupamos, 
sin perjuicio, además de dejar constancia expresa, 
que no se atribuyen estas funciones adicionales 
dentro del proyecto de ley a las que ya están previstas 
dentro de la Constitución y la ley, que nosotros 
como Policía Nacional y como Dirección de 
Investigación Criminal, sabemos de la importancia 
de investigar a todos estos actores delincuenciales, 
criminales responsables de la violencia sexual, 
independientemente de su posición o afiliación, 
incluyendo a los miembros de la iglesia en este caso. 
Esa es nuestra posición. Nuevamente, muchísimas 
gracias por permitirnos la participación en este lugar 
y estamos prestos a participar del proyecto de ley. 
Muchas gracias. 

Presidente:
Muchas gracias a usted por el buen uso del tiempo. 

Seguimos con Junior Montes, de la Dirección de 
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Protección Especial del ICBF, que es una voz muy 
importante para este proyecto de ley.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Junior Montes, Asesor de la Dirección de 
Protección Especial, del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF):

Gracias, muy buenos días, un saludo muy 
respetuoso a los honorables Representantes, los 
ponentes del proyecto, las entidades presentes y las 
organizaciones de la sociedad civil que acompañan 
este espacio.

En nombre del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF), queremos en primer lugar 
reconocer y valorar de manera positiva, el propósito 
del Proyecto de Ley número 315 de 2025 Cámara. Se 
trata de una iniciativa que aborda una problemática 
profundamente dolorosa, una problemática que 
históricamente ha afectado a múltiples víctimas, 
dentro de las cuales se encuentran niñas, niños y 
adolescentes, quienes requieren una protección 
reforzada por parte del Estado. En este sentido, 
destacamos el valor del proyecto en su intención 
de contribuir al acceso a la verdad, la justicia y la 
reparación, que son elementos fundamentales para 
la garantía de derechos humanos. 

Desde el ICBF, en el marco de nuestras 
competencias como entidad rectora del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar y responsable de la 
protección integral de niñas, niños y adolescentes, 
consideramos que este proyecto constituye 
una oportunidad importante, para fortalecer las 
respuestas institucionales frente a estas violencias. 
En esa misma línea, nuestras consideraciones 
se presentan como aportes técnicos que están 
orientados a contribuir al fortalecimiento del 
proyecto, particularmente con el propósito de evitar 
posibles duplicidades de funciones, superposición 
de competencias o riesgos en la garantía de derechos 
de las víctimas, especialmente cuando se trata de 
menores de 18 años.

En primer lugar, consideramos necesario 
que el articulado precise de manera expresa la 
complementariedad de la Comisión, con las 
funciones que actualmente ejercen las autoridades 
administrativas y judiciales competentes. 
En Colombia la atención, la protección y el 
restablecimiento de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, así como la investigación de delitos, 
cuentan con un marco institucional claramente 
definido, en el que participan entidades como el 
ICBF y la Fiscalía General de la Nación, bajo 
protocolos especializados que buscan, entre otros 
aspectos, prevenir la revictimización.

En segundo lugar, advertimos que algunas 
de las funciones propuestas para la Comisión, 
particularmente aquellas relacionadas con la 
recepción de testimonios, la recolección de 
información o la realización de entrevistas a víctimas, 
podría generar tensiones con las competencias ya 
asignadas a las autoridades competentes. Y en el 
caso de las niñas, niños y adolescentes, este tipo 

de actuaciones deben desarrollarse bajo estrictos 
estándares técnicos y jurídicos, con personal 
especializado y dentro de procedimientos formales 
que garanticen su protección integral.

En tercer lugar, consideramos fundamental que 
las medidas de prevención, atención y reparación 
contempladas en el proyecto se articulen de manera 
expresa con las rutas institucionales existentes, 
evitando la creación de mecanismos paralelos que 
puedan fragmentar la respuesta del Estado o generar 
confusión en la activación de rutas de atención.

Finalmente, desde una perspectiva institucional, 
consideramos importante revisar el alcance de las 
facultades que se otorgan a la Comisión, en especial 
aquellas relacionadas con el conocimiento de 
casos concretos, la identificación de víctimas o la 
recolección de evidencias, en la medida en que estas 
corresponden de manera exclusiva a las autoridades 
del sistema de justicia y de protección.

Presidente:
Un minuto.
Continúa con el uso de la palabra el doctor 

Junior Montes, Asesor de la Dirección de 
Protección Especial, del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF):

Muchísimas gracias. Ajustar ese aspecto permitirá 
evitar conflictos de competencia y garantizar la 
seguridad jurídica de las actuaciones.

En conclusión, desde el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar reiteramos nuestro 
reconocimiento al valor del proyecto y a la 
importancia de avanzar en mecanismos, que permitan 
el esclarecimiento de la verdad y la reparación de 
las víctimas. Los comentarios que posteriormente 
podrá presentar el ICBF artículo por artículo buscan 
aportar a que esta iniciativa se desarrolle de manera 
armónica con el ordenamiento jurídico vigente y 
con el Sistema Institucional de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes, garantizando siempre su 
interés superior. Muchísimas gracias.

Presidente:
A usted muchas gracias y recuerden que nos 

pueden dejar las ponencias escritas para que hagan 
parte integral del Acta de la sesión. Sigue Marlon de 
Jesús Cantillo, por parte del Ministerio del Interior.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Marlon de Jesús Cantillo Borrero, 
Delegado del Ministerio del Interior:

Nosotros, desde la Dirección de Asuntos 
Religiosos del Ministerio del Interior, desde el día 
9 de septiembre del año pasado, hemos venido 
haciendo un acompañamiento, en especial al 
sector que nos compete, que es el sector religioso, 
sin obviamente dejar de lado la importancia y la 
relevancia que para nosotros tienen las víctimas. Las 
víctimas también hacen parte del sector religioso 
y también son sujetas de atención por parte de 
nosotros.
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Hay una relatoría que tenemos donde el sector 
expresó sus preocupaciones, no por la intención 
clara, digamos que todos tenemos, de apoyar a la 
infancia, apoyar a las víctimas de estos delitos que 
se han desarrollado y que se han visto y no se pueden 
ocultar, pero hay una línea delgada entre, digamos, 
¿cómo se van a garantizar los derechos de los niños 
y niñas y también incluyamos a mayores de edad, 
mujeres en su mayoría, quienes han sido sujetos 
de abusos y acoso sexual, sin vulnerar la libertad 
religiosa? Hay una línea muy delgada en la que toca 
tener, digamos, una estrategia para que ambas no se 
vean vulneradas.

Entonces en este encuentro se reunieron varias 
instituciones, varias comunidades de fe, entre esas 
voy a describirlas: se encontró la Iglesia de Dios 
Ministerial, de Jesucristo Internacional; se encontró 
el honorable Senador Carlos Guevara del Partido 
MIRA; se encontró la Confederación de Entidades 
Evangélicas de Colombia (Cedecol); se encontró 
un representante de la Iglesia Católica Apostólica 
Romana, Conferencia Episcopal, el padre Carlos 
Guillermo Arias; la Iglesia Anglicana; la Iglesia Sirio 
Ortodoxa; la Iglesia de Cienciología; un delegado de 
la Senadora Lorena Ríos; el Pastor Alfredo Sae; una 
delegada de la bancada Pro Vida y bancada cristiana 
y como cada uno de ellos tuvo una intervención, 
cuya intervención habló que efectivamente desde el 
sector religioso se deben apoyar las iniciativas que 
pongan en evidencia los casos de abuso sexual, que 
las entidades religiosas no deben ser entidades que 
guarden o pongan en su máximo interés la iglesia 
antes de los niños y niñas que han sido sometidos 
a estos abusos, pero se solicita también que en la 
discusión de este proyecto de ley...

Presidente:
Queda solamente un minuto y por favor precísenos 

la fecha de esa reunión que nos comenta, para que 
quede en el Acta también, Marlon. 9 de septiembre 
del 2025. Un minuto para finalizar, correcto.

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Marlon de Jesús Cantillo Borrero, Delegado del 
Ministerio del Interior:

Y el llamado del sector religioso es que se 
tenga en cuenta especialmente al Comité Nacional 
de Libertad Religiosa, a los miembros del sector 
religioso en este Comité, para la toma de decisiones, 
estrategias que también ayuden a tomar medidas 
como la prevención y la atención de casos en el 
contexto religioso. Pero también se pide la no 
estigmatización del sector religioso, por unos 
casos, digamos que son minoritarios, no se eleve 
ni se generalice en el concepto, que cualquier líder 
religioso o cualquier líder religiosa es un potencial 
violador. Ese es el acta que queda, ese es el mensaje 
del sector religioso que nosotros, como Ministerio 
del Interior, recogemos y entregamos a esta reunión. 
Gracias.

Presidente:
Muchas gracias. Terminamos entonces con esta 

última intervención institucional de David Iván 

Fernández Barreto, de la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor David Iván Fernández Barreto, de 
la Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos:

Bueno, muy buenos días para todos, honorable 
Presidente, honorables Representantes y saludamos 
a las organizaciones de sociedad civil que también 
acompañan este espacio. Bueno, lo primero, la 
Consejería Presidencial saluda profundamente 
y respalda esta iniciativa y el impulso de esta 
iniciativa, en tanto que efectivamente responde y 
se alinea, con los propósitos del Gobierno nacional 
en el ámbito de la protección de sujetos de especial 
protección constitucional, particularmente niños, 
niñas y adolescentes. Y precisamente esta iniciativa 
se ajusta, se alinea a esos estándares nacionales e 
internacionales en materia de Derechos Humanos 
y DIH, que aquí en este particular aspecto, el 
campo de los Derechos Humanos que obligan al 
Estado en su conjunto, a adoptar medidas y no solo 
desde la diligencia debida, sino desde la diligencia 
debida reforzada que debe aplicarse en materia de 
investigación, juzgamiento y también reparación de 
víctimas, personas víctimas, y no solo en el ámbito 
clerical, sino en todos los contextos.

El asunto es que en Colombia eventualmente una 
medida como estas era ausente, no la teníamos, y 
respaldamos de esta medida que se está intentando 
que nazca al mundo jurídico, que busca primero, uno 
de los aspectos centrales, es que es la centralidad de 
las víctimas que representa, que coloca las víctimas 
en el centro de la gestión, como debe ser toda 
medida, y la adapta a sus realidades. Y segundo, que 
la medida busca superar barreras institucionales, 
bloqueos, etcétera, que se han evidenciado en el 
acceso a la información, en el acceso inclusive a la 
administración de justicia, pues que es un profundo 
derecho. En ese sentido, nosotros acompañamos, 
resaltamos. ayer precisamente, enviamos a la 
Cámara de Representantes un oficio, a la Secretaría 
General, buscando impulsar esta iniciativa en ese 
contexto.

Nosotros tenemos como Consejería Presidencial, 
además de lo que acabo de mencionar, algunas 
observaciones ya de naturaleza técnica desde la 
técnica legislativa, algunos aspectos que vemos 
también preocupantes en el proyecto de ley y 
queremos aportar desde la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos y el DIH, desde la 
naturaleza técnica, algunas observaciones que de 
seguro en algunos aspectos técnicos de la iniciativa. 
No los quiero mencionar en la reunión, presentaremos 
esto por escrito, yo creo que en la tarde de hoy, para 
que quede en el acta lo menciono, algunos aspectos 
que sí es necesario mejorar, además porque hay 
puntos que se abordan.

Presidente:
Sí señor, un minuto para cierre.
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La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor David Iván Fernández Barreto, Asesor 
de la Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario:

Hay puntos que se abordan en la exposición de 
motivos que nos parecieron sumamente importantes, 
como la creación de un Fondo, como la creación de 
un mecanismo ante el ente investigador de la Fiscalía 
General de la Nación, un cuerpo especializado y otras 
herramientas que consideramos de suma utilidad 
para la materialización de los fines que busca esta 
iniciativa legislativa, pero los vimos en la exposición 
de motivos, más no los vemos perfectamente 
reflejados en el articulado del proyecto de ley. Por 
eso, esas observaciones de naturaleza técnica las 
estaremos presentando en posteriores días, de ser 
posible hoy mismo. Muchísimas gracias a todos y a 
los promotores de esta iniciativa.

Presidente:
Muy bien. Permítanme una última intervención 

institucional. Recuerden que todo proyecto de ley, 
que tenga modificaciones al sistema penal o de 
justicia, requiere un concepto de la Dirección del 
Consejo Nacional de Política Criminal. Interviene 
Juan José López, en nombre de la Dirección de 
Política Criminal del Ministerio de Justicia, por 
supuesto, ese no es el concepto oficial del Consejo, 
pero esa primera orientación es muy valiosa. Y se 
prepara ya la intervención ciudadana de Juan Pablo 
Barrientos, periodista de Casa Macondo. Siga, Juan 
José.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Juan José López Ureña, de la Dirección 
de Política Criminal del Ministerio de Justicia y 
del Derecho:

Presidente, muy buenos días para usted, para los 
Ponentes de este importante proyecto. Lo primero, 
que el Ministerio de Justicia quiere expresar es, que 
reconoce que el proyecto persigue una finalidad 
legítima y que atiende una problemática de alta 
sensibilidad pública. En el Ministerio estamos 
convencidos de que ninguna institución pública, ni 
privada puede utilizarse, ni ser instrumento para la 
comisión de delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexuales.

Y desde el punto de vista puramente técnico, 
quisiéramos hacer 6 consideraciones, para que se 
tengan en cuenta a efectos de mejorar el proyecto: 
En primer lugar, encontramos que conviene precisar 
algunas expresiones utilizadas en el proyecto. Por 
ejemplo, la expresión “delitos de abuso sexual”, 
es una expresión que no aparece en el Código 
Penal y consideramos que resulta mejor referirse 
directamente a los delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales, así los define el Código Penal. 
De la misma manera, “abuso religioso”, “víctima 
de abuso religioso”, son expresiones, digamos, que 
pueden generar cierta ambigüedad en el marco de 
las investigaciones administrativas que se pretenden 
adelantar por parte de la Comisión.

Un segundo reparo, encontramos que 
puede haber una superposición entre funciones 
administrativas y funciones jurisdiccionales. 
Tal vez el delegado del ICBF también hizo esa 
anotación, porque encontramos que la Comisión 
puede recaudar pruebas, tomar testimonios, manejar 
información judicial y, aparte de eso, se señala 
que puede participar como coadyuvante, que es 
una figura que no aparece en el Sistema Procesal 
Penal Colombiano. Entonces, habría que revisar, 
digamos esos aspectos en cuanto a la delimitación 
de si son funciones jurisdiccionales o son funciones 
administrativas, pero que como quiera que pueden 
tomar declaraciones, recaudar documentos y demás, 
pues allí pareciera que trasciende el ámbito de lo 
puramente administrativo.

Una tercera anotación, es en torno a la 
información reservada. Vemos acceso a bases de 
datos, vemos que información de víctimas, testigos, 
historias clínicas, expedientes reservados. Si bien 
en el proyecto se hace referencia a la Ley 1712, a 
la Ley 1581 del 2012, a la Sentencia SU-184 del 
2025, pues sí quisiéramos, también nos parece 
conveniente y beneficioso para el Proyecto, que se 
revise si efectivamente la Comisión va a tener esa 
facultad y si esa facultad no es contraria a otras 
disposiciones del ordenamiento jurídico, en materia 
de información reservada. Lo mismo en cuanto a la 
práctica de entrevistas de víctimas. Pensemos que 
cuando pueden ser menores de edad, pues ya tenemos 
una regulación que está en la Ley 1652 del 2013, en 
donde se ordena que ese tipo de entrevistas se haga 
por parte de cuestionarios, con acompañamiento del 
Defensor de Familia y en una Cámara Gesell.

Presidente:
Un minuto entonces para puntualizar. Estamos 

pidiendo aquí también que nos regale el documento.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

doctor Juan José López Ureña, de la Dirección 
de Política Criminal del Ministerio de Justicia y 
del Derecho:

Sí señor Presidente, y eso no aparece entonces 
allí. Por supuesto, por supuesto. La cuarta anotación 
sería sobre la reparación. En el procedimiento penal 
ya aparece un incidente de reparación integral y sería 
conveniente entonces que se indicara en el proyecto 
¿cómo se articula esa reparación integral? Y las dos 
últimas anotaciones, son dos cosas que el Ministerio 
de Justicia también rescata y es: La primera, que 
efectivamente debe haber una suspensión para 
quien sea investigado penalmente en el marco del 
proceso penal, pero entonces sería conveniente, más 
allá de que se regulara en la Comisión, pues que se 
modificara el Código de Procedimiento Penal, para 
que si en esos casos frente a una denuncia de esa 
naturaleza, se ordene la suspensión, digamos, del 
ejercicio de esas actividades.

Y, por último entonces, también rescatamos 
las multas por encubrimiento, nos parece un 
mecanismo seguramente eficiente, pero no está 
definido el procedimiento sancionatorio, entonces 
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allí también vemos algunas dificultades en cuanto a 
la tipicidad y legalidad, que son aspectos propios del 
debido proceso aplicables también a las actuaciones 
administrativas.

Presidente:
Muchas gracias. Me excusan que no podemos 

dar más tiempo, pero el documento reposa para 
consulta de cualquier ciudadano presente acá, o que 
nos siga en este momento por las redes. Tenemos 
las intervenciones ciudadanas, aquí hay un listado 
de cerca de 30 personas que se inscribieron para 
participar. Lo hemos venido resaltando en la medida 
que las personas han llegado, no se hace en algún 
orden particular. Entonces arrancamos con Juan 
Pablo Barrientos y se prepara Leonardo Cárdenas, 
de la Conferencia Episcopal.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
señor Juan Pablo Barrientos, Periodista de Casa 
Macondo:

Buenos días. Gracias por esta Audiencia 
Representantes a la Cámara. Este proyecto de ley 
no es ninguna persecución, aquí no se trata de un 
ataque. Este proyecto de ley es lo correcto que 
tenemos que hacer en un Estado Social de Derecho, 
para honrar el artículo 44 de la Constitución, que dice 
que los derechos de los niños, niñas y adolescentes 
prevalecen sobre los demás derechos. Y eso aquí lo 
hemos olvidado, porque estamos hablando de un 
fenómeno mundial, los abusos sexuales de niños, 
niñas y adolescentes en la Iglesia Católica son un 
fenómeno mundial.

Les voy a hablar de dos Comisiones, porque 
solo dos países se han atrevido a hacer este tipo 
de Comisiones para investigar este tipo de delitos: 
Francia y España. En Francia crearon una Comisión 
para investigar estos delitos y encontraron que entre 
1950 y 2020, es decir en un lapso de 70 años, hubo 
330 mil casos de víctimas de violencia sexual por 
parte de religiosos. 216 mil de esos casos fueron 
cometidos por sacerdotes. Y si vamos a España, 
crearon una Comisión similar, que también la lideró 
la Defensoría del Pueblo Española y en ese mismo 
lapso encontraron 200 mil casos, 200 mil casos.

Entonces, estamos ante un fenómeno mundial, 
repito. En Estados Unidos no se ha hecho una Comisión 
similar, pero las investigaciones periodísticas han 
arrojado ya más de 100 mil casos. Y en Colombia, 
y yo entiendo al episcopado, a los señores Obispos, 
a los Sacerdotes, el miedo a esta Comisión. En 
Colombia pues no han entregado información y con 
la poca información que hemos entregado enviando 
derechos de petición, interponiendo tutelas, yendo a 
la Corte Constitucional, hemos solo recolectado el 
13% de la información y con ese 13% ya tenemos 
un listado de 800 sacerdotes denunciados por abusos 
sexuales de niños, niñas y adolescentes. 800 con el 
13%. Si esa tendencia sigue, estaríamos hablando de 
4 mil sacerdotes. 4 mil y 8 mil el 50%.

Es decir, aquí no estamos hablando de manzanas 
podridas, no estamos hablando de casos aislados, 
no estamos hablando de un fenómeno, de un 

comportamiento delictivo sistemático, sistemático. 
Y no solo es el que abusa, es también el que encubre. 
Ahorita el representante del Ministerio de Justicia 
y del Derecho hablaba o hacía referencia al tema 
del encubrimiento. Hemos encontrado que todos 
los Obispos de Colombia, todos, han encubierto al 
menos 1 caso, todos. Y solo en estos momentos hay 
orden para investigar a 1 solo, al Obispo Emérito 
de Pereira, Tulio Duque, por orden de la Corte 
Constitucional.

De resto, Ricardo Tobón, que es el Arzobispo de 
Medellín, es el más célebre encubridor de pederastas 
y es un señor que se jubila este año y no pasó 
absolutamente nada con él, o con el Cardenal Luis 
José Rueda Aparicio, o con el Arzobispo de Cali. 
Y se los podría mencionar absolutamente a todos. 
Entonces yo le hago una invitación y me quedan 
6 segundos. Pido un minuto más para terminar, 
Representante.

Presidente:
Activemos el minuto, por favor.
Continúa con el uso de la palabra el señor Juan 

Pablo Barrientos, Periodista de Casa Macondo:
Hago una invitación, para que la Iglesia Católica 

y las demás iglesias apliquen lo que tanto predican 
desde sus púlpitos: verdad, amor, justicia. Aquí hace 
poco tuvimos la experiencia de una Comisión de la 
Verdad para investigar todo el tema del conflicto 
armado y esa Comisión de la Verdad la dirigió un 
sacerdote, el sacerdote Francisco de Roux, quien 
después descubrimos que había encubierto también 
a sacerdotes pederastas, no a 1, a 2, a decenas de 
curas pederastas.

El padre Francisco de Roux, les pedía a todas 
las instituciones colombianas, a todas las entidades, 
a las Fuerzas Armadas, a las guerrillas: “abran sus 
libros, digan la verdad, hagamos esta Comisión para 
encontrar la verdad”. Qué lástima que Francisco de 
Roux, no les haya enviado ese mismo mensaje a los 
jesuitas y no le haya enviado el mismo mensaje a la 
Conferencia Episcopal. Qué lástima que ese mensaje 
solo lo envíen para una parte de la sociedad, para unas 
entidades, pero cuando se trata de la Iglesia Católica 
y las otras iglesias, sobre todo la Iglesia Católica, 
que es la que yo he investigado, pues no apliquen, 
insisto, ese mensaje tan hermoso de la verdad, del 
amor y de la justicia. Entonces, abrámonos a esto, 
señores, esto es necesario.

Honorable Representante Jennifer Dalley 
Pedraza Sandoval:

Queremos aclararles que en la Comisión no está 
permitido aplaudir, entonces por favor intentemos 
expresar nuestro apoyo de otras maneras, por favor, 
en la medida de lo posible, pues como mantener la 
conversación de la manera más democrática.

Presidente:
Así es, muchas gracias. Tiene la palabra el Padre 

Sacerdote Leonardo Cárdenas Téllez, de la Conferencia 
Episcopal, y se prepara Alexandra Correa, para la 
tercera intervención. Padre, tiene la palabra.
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La Presidencia concede el uso de la palabra 
al Sacerdote Leonardo Cárdenas Téllez, de la 
Conferencia Episcopal:

Buenos días honorables Representantes, un 
saludo también cordial a todos los representantes de 
instituciones aquí en esta Audiencia Pública y a cada 
una de las personas que nos acompañan. El objetivo 
de esta intervención es, manifestar el modo como la 
Iglesia ha procedido desde siempre, en relación con 
estos temas de protección de menores y de abuso de 
menores. Puede dar la sensación un poco de que es una 
realidad que empieza a preocuparle a la iglesia ahora, 
pero queremos, porque hemos notado también que hay 
un gran desconocimiento de parte de muchas personas, 
de esos procedimientos, que la Iglesia ha tenido desde 
siempre y que ha actualizado en las últimas décadas.

Entonces, quiero decir que desde su fundación 
la Iglesia ha tenido claro su compromiso de cuidado 
y de salvaguarda de la dignidad de las personas, 
especialmente de los más débiles, los pequeños y 
las personas vulnerables. En la legislación canónica, 
desde sus expresiones iniciales, ha habido legislación 
específica sobre el tema de protección de menores, 
catalogado como crimen pésimo, pecado torpe y con 
otras expresiones que indican la gravedad de una 
situación de esas en el entorno eclesial, cuya sanción 
contemplaba penas graves, sin excluir, como lo hace 
también la legislación actual, la expulsión del estado 
clerical.

En las últimas décadas y con ocasión de la 
visibilización social, del fenómeno del abuso 
en entornos eclesiales clericales, ha habido un 
compromiso serio y responsable de la Iglesia, por 
trabajar en pro de la erradicación de este tipo de 
prácticas por parte de los clérigos. Manifestación de 
esto es la abundante legislación complementaria a la 
legislación penal contenida en el Código de Derecho 
Canónico, textos en los cuales se ha actualizado, 
ampliado y especificado el tratamiento penal de los 
abusos sexuales y la necesidad de cooperación con las 
entidades del Estado, especialmente en lo que tiene 
que ver con el deber de denuncia y el establecimiento 
de protocolos, procedimientos para la erradicación del 
abuso.

La Iglesia colombiana particularmente, inició desde 
el año 2020 una intensa campaña de capacitación de 
todo el clero y de sus demás agentes pastorales, con el 
ánimo de trabajar en la prevención, detección, atención 
y reparación integral frente al fenómeno del abuso. 
Han sido capacitadas alrededor de 10 mil personas y 
se han establecido.

Presidente:
Un minuto para terminar, por favor.
Continúa con el uso de la palabra el Sacerdote 

Leonardo Cárdenas Téllez, de la Conferencia 
Episcopal:

Procedimientos y protocolos específicos, 
ordenados a mitigar los factores de riesgo y a 
potenciar los factores de protección, de modo 
que nuestros espacios físicos y nuestras acciones 
pastorales, sean auténticos entornos protectores 

en los que todas las personas se sientan seguras. 
También la selección de los candidatos al Ministerio 
Sacerdotal y los procesos de formación, han sido 
actualizados en función de generar estas políticas de 
protección integral en nuestros entornos eclesiales. 

Es importante conocer todo esto, porque a veces 
queda la sensación o se difunde también la idea de 
que no ha hecho nada la Iglesia, en relación con este 
tipo de situaciones. Muchas gracias.

Presidente:
Quiero pedirle a la Conferencia Episcopal, que 

nos habían solicitado previamente 3 intervenciones, 
pero veo 4 inscritos. Entonces definamos cuáles 
serían las otras 2 personas a intervenir más adelante, 
porque vamos a alternar la palabra con los diferentes 
asistentes también. Sigue entonces Alexandra 
Correa, periodista, defensora de Derechos Humanos 
y niñez. Y se prepara Liliana Castañeda.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Alexandra Correa, Periodista, Defensora de 
Derechos Humanos y Niñez:

Hola, gracias. Soy Alexandra Correa, periodista 
defensora de los derechos de la infancia, me uno al 
llamado de Juan Pablo Barrientos, sin antes darle las 
gracias por darle voz a quien no la tiene y por estar 
del lado correcto, las víctimas. A ti, Marcos Torres, 
por ser la voz de los sobrevivientes, mira hasta 
dónde has llegado, en nombre de tantas niñas, niños, 
adolescentes y en nombre tuyo propio, de quienes 
han sufrido tantos vejámenes en Colombia con una 
impunidad de más del 97% en delitos sexuales.

Me gustaría cariñosamente, contestarle como 
periodista al señor Triana, vulnerar la libertad 
religiosa no se debe confundir con la comisión de 
un delito, porque la Iglesia no está por encima de la 
Ley, ni de la Constitución, ni por encima del derecho 
superior de la niñez. Y respecto a la estigmatización, 
esta se fortalece, pero es con la impunidad. El mal, 
abro comillas, “debe ser puesto al descubierto, 
hacer que se conozca y que el abusador sea juzgado, 
aunque se trate de un Laico o de un Obispo”. 
Esto dijo el Papa Francisco en el año 2024. Y hoy 
recojo como periodista estas palabras, en el mismo 
sentir religioso de quienes siguen o quieren seguir 
encubriendo a la Iglesia Católica y otras confesiones, 
en donde infortunadamente hay pederastas, colados 
bajo total impunidad y quienes siguen abusando a 
los más inocentes: los niños.

Y no es un ataque en contra de la Iglesia Católica, 
quienes son buenos e inocentes no tienen por qué 
temer. Cada año Colombia reporta más de 15 
mil casos anuales por presunto abuso sexual de 
niños, niñas y adolescentes y según estimaciones 
periodísticas, entre estas cifras hay abusadores 
dentro de las iglesias, si es que sus víctimas han 
logrado denunciarlos, la fuente es Medicina Legal. 
El año pasado el país cerró con 16 mil 533 exámenes 
médico-forenses por este delito. Esto significa que 
cada día fueron abusados sexualmente 45 niños, 
niñas y adolescentes en este país, sin el subregistro, 
que es lo que no se denuncia. O sea, en promedio un 
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menor de edad cada media hora está siendo abusado 
sexualmente aquí en Colombia.

Desde el Congreso, podemos encontrar salidas 
hacia la protección constitucional del derecho a la 
justicia y a la no repetición. La Corte Constitucional 
ya ordenó que la Iglesia Católica Colombiana, 
desclasificara los archivos de los casos de pederastia. 
La Constitución nos cobija a todos: indígenas, 
religiosos, curas, obispos, ciudadanos comunes. 
Debemos hacer cumplir los principios supremos que 
obligan al Estado a perseguir los delitos sexuales 
contra niños, niñas y adolescentes, con especial 
severidad y protección a las víctimas. Como dijo mi 
colega Juan Pablo Barrientos, el artículo 44 de la 
Constitución, el más importante, establece que los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos 
de los demás, incluso de los curas. Menciona 
explícitamente la protección contra cualquier.

Presidente:
Minuto de rigor, gracias.
Continúa con el uso de la palabra Alexandra 

Correa, Periodista, Defensora de Derechos 
Humanos y Niñez:

Y rápidamente, quiero unirme a Juan Pablo 
Barrientos, porque no solamente España, Francia, 
sino también Australia, Alemania, Irlanda y otros 
países, están llevando procesos similares en curso. 
Portugal también, en 2023, tiene Comisiones 
independientes para investigar estos delitos. 
Colombia no se puede quedar atrás. 

Como periodista y defensora de los Derechos 
Humanos, hago este llamado para que podamos 
hacer realidad esta Comisión. Querido Congresista 
Uscátegui y querida Congresista Pedraza, que sé 
que ustedes están del lado correcto de las víctimas y 
no de los victimarios. Muchas gracias.

Presidente:
Tiene la palabra Liliana Castañeda y se prepara, 

ya que Alexandra mencionó a Marcos Torres. 
Marcos, para que haga su intervención también 
dentro de ese bloque. Ah no, ¿No vas a intervenir? 
Bueno. Entonces Liliana y ya les confirmo quién 
seguiría en el uso de la palabra. Gracias.

La Presidencia concede el uso de la 
palabra a Liliana Castañeda, Especialista en 
Neuropsicología Escolar:

Muchísimas gracias por la invitación el día de 
hoy. Bueno, todos sabemos que ese es un tema 
muy sensible, les voy a hablar en este caso como 
Neuropsicóloga, Magíster en Neurociencia y experta 
en Neurodesarrollo. Todos sabemos que el tema del 
abuso sexual infantil, es algo que definitivamente 
termina afectando el desarrollo cerebral de los niños 
y al final del día, termina afectando la sociedad. 
Pero hay algo que me parece un poco preocupante, 
frente a este proyecto de ley y es que únicamente 
se está centrando en un sector poblacional, que es 
el religioso, y nosotros no podemos desconocer que 
hay otros sectores poblacionales en donde también 
hay un alto índice de abuso sexual infantil.

Y en estos casos, viendo los reportes de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, desde el año 2019 
hasta el 2024, es decir, en 6 años, se presentaron 
la mayor cantidad de abuso sexual con 4.000 casos 
reportados en los grupos indígenas. Adicionalmente 
a esto, mencionan que en los primeros puestos se 
encuentran niños y niñas abusados que estaban a 
cargo de cuidado del Instituto Nacional del Bienestar 
Familiar, del ICBF, reportando más de 1.400 niños. 
Y pues, en el caso de asuntos religiosos, realmente 
la cifra fue muy mínima, representando el 0.02% de 
la población actual.

Yo pienso que una iniciativa legislativa debería 
estar enfocada en resolver los problemas sociales de 
manera global. No podemos solamente fijarnos en 
cómo a nivel internacional se ha abordado un tema, 
porque es que en Colombia nosotros contamos 
con una gran cantidad de diversidad cultural y 
desafortunadamente, en estas etnias muchos niños, 
niñas y adolescentes, y hasta inclusive las mismas 
familias, pueblos, veredas y tribus, donde no han 
tenido un gran alcance en tema de prevención 
primaria para que ellos puedan detectar casos de 
abuso.

Y yo sé que para nosotros eso es una realidad 
completamente desgarradora y demasiado triste. Se 
los digo como profesional que he atendido niños, 
niñas y adolescentes aquí en el país, en donde yo he 
visto cómo muchos de ellos ni siquiera reconocen 
cuáles son los signos de alarma, no logran detectar 
cuáles son las características del abusador y lo más 
triste, lo más triste de esto, es que ni siquiera saben 
que han sido abusados.

Yo pienso que en este caso, y les hago un llamado 
por favor, de una manera respetuosa a los Autores 
de este proyecto de ley, que abramos el espectro, 
por favor. No nos centremos solamente en un 
sector. Miremos también qué pasa con los niños que 
están siendo víctimas de abuso sexual en las tribus 
indígenas y niños que están siendo abusados en los 
grupos afro, niños que están siendo. Mire, el abuso 
sexual no discrimina raza, no discrimina sexo, no 
discrimina etnia, no discrimina clase social y mucho 
menos discrimina religión y cultura.

Presidente:
Un minuto para terminar.
La Presidencia concede el uso de la 

palabra a Liliana Castañeda, Especialista en 
Neuropsicología Escolar:

Gracias. Y para terminar la idea y también una 
razón por la cual realmente me parece cuestionable 
un poco este proyecto de ley, porque si bien está 
buscando centrarse en abuso sexual, no entiendo, 
y voy a dejar esta pregunta, no entiendo ¿por qué 
en este proyecto de ley hablan del tema transexual? 
Iniciar un proceso también de persecución hacia 
líderes religiosos que no estén de acuerdo con este 
tema de ideología de género.

En el artículo 4°, en el Literal d), dice: “enfoque 
de orientación sexual e identidad de género”, 
en donde pretende la eliminación de prácticas 
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discriminatorias. Es decir, ¿Un líder religioso que 
afirme la realidad biológica de sus feligreses va a 
ser, en este caso, penalizado o sancionado por decir 
que un niño es un niño o una niña es una niña, o que 
un hombre es un hombre y mujer es mujer?

Con esto cierro y les pido, por favor, también a 
los Autores de ese proyecto de ley, que revisen esto, 
porque en definitiva eso no respeta el principio de 
unidad de materia y, adicionalmente a esto, esta 
parte.

Presidente:
Gracias. Tiene la palabra José Fernando Saavedra, 

de la Red de Sobrevivientes de Delitos Sexuales en 
Contextos Religiosos y Clericales. Y se preparan 
las 3 personas que están conectadas virtualmente y 
que han pedido el uso de la palabra, que son: Juan 
Esteban Rodríguez, Douglas Alberto Sequeda y 
Sonia Almada, que están conectados virtualmente. 
Entonces arrancamos con José Fernando Saavedra, 
de la Red de Sobrevivientes de este delito.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a José Fernando Saavedra Sua, de la Red de 
Sobrevivientes de Delitos Sexuales en Contextos 
Religiosos y Clericales:

Hola, buenos días. Mi nombre es Fernando 
Saavedra y hago parte de la Red de Sobrevivientes 
de Delitos de Abuso Sexual en Contextos Clericales, 
liderada por el compañero Marcos. Yo tuve la 
oportunidad de ser una de las personas que participó 
en la redacción de este proyecto de ley, junto al 
compañero Marcos, junto a compañeros de las 
UTL de los Congresistas Autores del proyecto 
de ley. Entonces, cuando nosotros escuchamos 
las diferentes recomendaciones o las diferentes 
observaciones, digamos que nos van surgiendo 
algunas preocupaciones. Voy a expresar la primera.

La primera es que desde el inicio de esta Audiencia, 
el Representante Uscátegui nos conminaba un 
poco a sustraer del debate el diagnóstico, y pues 
lo hace como en un sentido de decir: “estamos 
de acuerdo con la Comisión”. Y es muchas de las 
intervenciones que uno escucha, que hay como 
un consenso entre la Comisión. Sin embargo, nos 
preocupa que se conmine a sustraer del debate la 
centralidad de las víctimas y que por el camino se 
vaya desnaturalizando el proyecto de ley. Esa es una 
preocupación que queremos dejar expresada. 

Entendemos que hay unos escenarios jurídicos 
que deben ser atendidos, que hay unas situaciones 
alrededor de la arquitectura de la justicia que deben 
ser revisadas, por supuesto, el Representante que 
hablaba por la Comisión de Política Criminal, 
algo decía. Sin embargo, que estos elementos no 
sean utilizados en el proceso legislativo, a través 
de introducción de Proposiciones, que terminen 
desnaturalizando y quitándole las herramientas, 
porque, de alguna forma, pareciera que al mencionar 
estos argumentos, o estos aspectos que serían 
contradictorios, pues entonces después de todo para 
eso está la Fiscalía. O sea, que nos queda como esa 
preocupación de que entonces no es necesaria una 

Comisión especial, porque precisamente el proyecto 
de ley, busca darle unos poderes especiales a una 
Comisión, porque el Estado de Derecho en este caso 
no está respondiendo a sus obligaciones. Entonces 
es necesaria una Comisión.

Otro aspecto que se habla, que también 
lo mencionaba, me uno a este aspecto de la 
estigmatización, y es que claro que el proyecto de ley 
tiene un enfoque a los contextos religiosos, porque 
es allí que se está presentando una problemática 
diferente, una cuestión diferente del abuso sexual, y 
es la cuestión cultural.

Presidente:
Un minuto.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a José Fernando Saavedra Sua, de la Red de 
Sobrevivientes de Delitos Sexuales en Contextos 
Religiosos y Clericales:

Para terminar el elemento cultural. Aquí la familia 
que recibe la queja del niño, sabe que puede ir a 
denunciar a la Fiscalía, pero va a la Iglesia porque 
es un elemento cultural y a un elemento cultural no 
se le puede dar un tratamiento desde el derecho. 
Por eso se requiere una Comisión con unos poderes 
especiales, sino entonces no existiría el litigio ante la 
Corte Constitucional por la entrega de información. 
Entonces, ese aspecto es importante, que está muy, 
muy, muy trabajado en la exposición de motivos 
del proyecto de ley. Que alguien mencionó algo 
de la exposición de motivos. En esa exposición de 
motivos están los fundamentos culturales, jurídicos 
de Derechos Humanos, de por qué la Comisión no 
se desnaturalice.

Y ya para terminar, es que se habla del Acuerdo 
de Paz. Se dice que el Acuerdo de Paz bebió de las 
experiencias internacionales. Pues esta Comisión, 
al menos su redacción, bebió de esas experiencias 
internacionales y lo que hemos visto es que el diseño 
institucional sí tiene un papel muy importante.

Presidente:
Gracias, gracias José Fernando. Tiene entonces 

el uso de la palabra, para interactuar con las 
personas que están conectadas, Juan Esteban 
Rodríguez, director Iglesia y Derecho. Por favor, 
habilitémosle el micrófono, por el mismo tiempo, 
desde la plataforma, a ver cómo está el sonido y si 
nos podemos comunicar bien.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Juan Esteban Rodríguez Rodríguez, Director de 
Iglesia y Derecho:

Cordial saludo señor Presidente, honorables 
Representantes, a las autoridades presentes y 
al público en general. Es imperativo iniciar 
reconociendo que el abuso sexual es una realidad 
muy dolorosa, que causa profundas heridas en la 
familia, en las víctimas y en la sociedad. No podemos 
minimizarlo, independientemente del contexto que 
sea, una sola víctima es demasiado.

La Iglesia ha manifestado su compromiso de 
caminar hacia la verdad, el silencio no es una opción 
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y la protección de niños, niñas y adolescentes 
debe prevalecer sobre cualquier otro interés. Sin 
embargo, nuestras observaciones frente a este 
proyecto, no implican condescendencia con el 
abuso, sino la defensa del ordenamiento jurídico, 
el debido proceso y la libertad religiosa. Contrario 
a la idea de encubrimiento sistemático, la Iglesia ha 
desarrollado normas claras, la reforma del Libro Sexto 
del Código de Derecho Canónico y el motu proprio 
vos estis lux mundi obligan a denunciar abusos y 
encubrimientos ante las autoridades civiles. El derecho 
canónico no protege a los sacerdotes y religiosos que 
cometen delitos; los sanciona y exige cooperación 
con la justicia. Por eso un sacerdote enfrenta un doble 
proceso, tanto canónico como penal, ambos totalmente 
independientes.

En Colombia desde el 2022, la Conferencia 
Episcopal de Colombia implementó un sistema 
integral que obliga a la remisión inmediata de los casos 
a la Fiscalía, al ICBF y a la Defensoría del Pueblo, con 
equipos interdisciplinarios y oficinas especializadas en 
cada jurisdicción eclesiástica. Ahora bien, este proyecto 
presenta graves problemas: Primero, tiene un enfoque 
discriminatorio al centrarse únicamente en entornos 
religiosos, ignorando que la mayoría de abusos ocurren 
en el núcleo familiar y en espacios seculares, como 
por ejemplo escuelas y clubes de deportes. Esta ley 
debe aplicarse a todas las instituciones, en especial 
las que trabajan con niños, niñas y adolescentes, de lo 
contrario, lo que hay es una persecución ideológica que 
está estigmatizando a una sola institución.

Y aquí se citan otros países como referentes, pero se 
omite que en esos países las Comisiones no se limitaron 
a iglesias, sino que incluyeron otras instituciones 
como escuelas, orfanatos, boy scouts y otras entidades 
estatales. Entonces, ¿Estamos ante un proyecto de ley 
serio o estamos ante una agenda internacional cuyo 
objetivo es un ataque sistemático contra la Iglesia?

Segundo, el artículo 15 vulnera la libertad religiosa 
y la protección de datos al exhibir información sensible. 
Y más preocupante es, que el artículo 10 permite 
el embargo de cuentas de diócesis y comunidades 
religiosas, presumiendo la responsabilidad solidaria de 
la diócesis. Esto no es solo jurídicamente cuestionable, 
sino que más allá de la afectación económica, esta 
medida genera un riesgo grave para la continuidad de 
las obras sociales. La Iglesia Católica es la institución 
que más hambre calma en el mundo y el embargo de 
cuentas, compromete directamente la sostenibilidad de 
comedores, de centros de salud, de orfanatos, de asilos, 
de programas educativos y muchísimas obras sociales 
que atienden a poblaciones.

Presidente:
Le queda un minuto para cerrar la intervención, 

por favor.
La Presidencia concede el uso de la palabra a 

Juan Esteban Rodríguez Rodríguez, Director de 
Iglesia y Derecho:

Tercero, la Comisión bajo la Defensoría del 
Pueblo, invade competencias de la Fiscalía y asume 

funciones sancionatorias que no le corresponde, lo 
que puede generar nulidades.

Y finalmente, aunque podría considerarse una 
vigencia temporal como está contemplado, de lo 
cual estoy muy de acuerdo, si no se realizan las 
modificaciones necesarias este proyecto resulta: 
Primero, innecesario, porque ya existen mecanismos 
civiles y canónicos de denuncia y de sanción que 
el proyecto ignora, segundo, inconstitucional, 
porque está vulnerando derechos fundamentales 
como la libertad religiosa y la protección de datos 
y tercero, sería ineficaz porque no aborda el abuso 
de manera integral en toda la sociedad y en todas las 
instituciones, sino que se centra únicamente en una 
institución. Muchas gracias.

Presidente:
Tiene la palabra Sonia Almada, también 

conectada virtualmente.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a Sonia Almada, Psicóloga, Especialista en 
Maltrato y Violencia Sexual:

Buenos días a todos, muchas gracias por la 
invitación, los saludo desde Argentina. Mi nombre es 
Sonia Almada, soy psicóloga, especialista en maltrato 
y violencia sexual y también soy sobreviviente. 
Así que es por ello que vengo a participar con esta 
doble implicancia. Celebro primero y aplaudo la 
valentía de la Red de Sobrevivientes de Colombia, 
especialmente de Marcos Torres, el líder de esta 
organización y a las Representantes, a las legisladoras 
que han presentado este proyecto tan necesario 
de la creación de una Comisión independiente de 
Investigación para el Esclarecimiento de la Verdad 
y la Reparación.

En Argentina, presentamos un proyecto similar 
a nivel nacional, que también investigará las 
violencias extrafamiliares e intrafamiliares, tanto a 
nivel nacional como a nivel provincial y tenemos 
avances interesantes. Cuento esto, para también 
poder referenciarlo no solo en relación a las 
Comisiones creadas en Europa, sino que dentro de las 
Américas esto es una ola emergente, la que estamos 
trabajando hace muchísimo tiempo. Escuchaba al 
sacerdote hablar de “crimen pésimo y torpe” cuando 
hablaba de violencia sexual y quiero aclarar esto: 
los pederastas son criminales con método y cuando 
actúan dentro de instituciones, como lo han relatado 
miles y miles de sobrevivientes de todo el mundo, 
actúan con impunidad.

El Estado en este sentido, tiene una enorme 
deuda con la infancia, especialmente en relación 
a los delitos contra la integridad, que no es solo 
sexual, la integridad que se ataca cuando se agrede 
sexualmente a un niño, niña o adolescente es la 
integridad psicológica, social y también espiritual. 
Quienes deberían haber cuidado y protegido, 
terminaron dañando con secuelas para toda la vida, 
en un daño continuado y quienes deberían haber 
ayudado a recuperar, en la mayoría de los casos, han 
encubierto. Así que una Comisión como esta no solo 
le devolvería la dignidad a quienes fuimos niños 
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víctimas, sino a quienes hoy somos sobrevivientes. 
No todos estamos vivos después de haber pasado 
por eso y le devolvería también a la sociedad la 
confianza en las autoridades, en el Estado y en las 
instituciones.

Así que desde Aralma - Argentina, respaldamos, 
apoyamos la creación de la Comisión para la 
protección de cada bebé, niña, niño y adolescente. 
Muchas gracias.

Presidente:
Gracias, gracias señora Sonia Almada. Me dicen 

que en realidad dos de las intervenciones virtuales 
son videos, así que por favor ayúdenme a verificar 
que no tengan una duración mayor a 3 minutos. 
Mientras que ustedes verifican, le doy la palabra a 
Diana Marcela Suárez, de la Conferencia Episcopal 
aquí presente, y seguimos con los inscritos, que 
ya en realidad creo que no son más de 10. Así que 
ya entramos como a la recta final de la Audiencia. 
Tiene la palabra entonces Diana Marcela Suárez por 
3 minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Diana Marcela Suárez Cristancho, de la Oficina 
Nacional para la Cultura del Cuidado de la 
Conferencia Episcopal:

Un respetuoso saludo para todos los que hacen 
parte de esta Audiencia Pública, mi respetuoso 
saludo también para las víctimas y sobrevivientes. 
Como miembro del Consejo Nacional para la 
Cultura del Cuidado, quiero compartirles en el día de 
hoy las acciones que la Iglesia Católica Colombiana 
ha realizado en materia de prevención de abusos, 
en especial el abuso sexual. Dentro de las medidas 
establecidas, una de ellas ha sido el establecimiento 
de normativas a través de la constitución de 
decretos, políticas, protocolos y estándares de 
conducta. Disposiciones que surgen a partir del 
año 2013, en donde se adoptan las primeras líneas 
guía, para la redacción de Decretos Diocesanos de 
protección de menores de edad, que establecían 
medidas de prevención, pero también de atención a 
las situaciones de abuso, en especial el abuso sexual.

Estas líneas guía fueron actualizadas para el año 
2022, bajo el nombre “Cultura del Cuidado en la 
Iglesia Católica Colombiana” y se establecieron a 
su vez para el año 2023, disposiciones encaminadas 
a la prevención de violencias, abusos, maltratos 
y negligencias, a través de un lineamiento 
denominado “Líneas operativas o buenas prácticas”. 
En la actualidad, la reflexión ha conllevado que para 
este año, en la Asamblea Plenaria del Episcopado, 
se aprobará la segunda versión de las líneas guía, 
integrando la normativa canónica vigente y las 
órdenes dadas por la Corte Constitucional en la 
Sentencia de Unificación 315 del 2025, especialmente 
en lo relacionado con el deber de la denuncia. 
A partir de estos lineamientos, las jurisdicciones 
eclesiásticas, entendiendo arquidiócesis, diócesis 
y vicariatos apostólicos, han establecido el decreto 
diocesano para la cultura del cuidado, se han 
estipulado estándares de comportamiento a través 

de manuales de conducta y se han creado protocolos 
en materia de prevención y de atención.

Como segundas acciones, y creo que el Padre 
Leonardo ya lo ha mencionado, espacios de 
sensibilización y capacitación en torno al fenómeno 
de la violencia, en especial la violencia sexual, aunado 
también a espacios de formación y capacitación 
permanente dirigidos a los profesionales que 
prestan su servicio en los organismos de cultura 
del cuidado presentes en el territorio nacional. Se 
ha implementado también la institucionalidad para 
la cultura del cuidado, responsable de promover 
la cultura del cuidado en el territorio nacional, 
integrada por el Consejo Nacional, la Oficina 
Nacional, la Comisión Episcopal y 91 organismos a 
nivel nacional que integran el sistema para la cultura 
del cuidado. Estos últimos son los encargados de 
la instauración de medidas de prevención en las 
jurisdicciones eclesiásticas.

Presidente:
Un minuto, por favor.
Continúa con el uso de la palabra Diana 

Marcela Suárez Cristancho, de la Oficina 
Nacional para la Cultura del Cuidado de la 
Conferencia Episcopal:

Atención de las víctimas sobrevivientes de abusos 
y violencias presentadas en los ambientes eclesiales, 
y de proporcionar un adecuado acompañamiento 
psicosocial a las víctimas, a las familias y a las 
comunidades fieles en general.

Finalmente, quiero compartirles que como Iglesia 
Católica, se ha logrado con la gestión del equipo de 
la Oficina Nacional para la Cultura del Cuidado, 
la consolidación de la red de acogida y atención a 
víctimas, que integran los organismos de prevención 
y atención de las violencias y abusos en la Iglesia 
Católica Colombiana, con sus diferentes canales 
de comunicación. Aunado a todas las acciones 
anteriores, durante este último tiempo, la Iglesia 
Católica viene reflexionando sobre los posibles 
caminos de acompañamiento a las víctimas y a los 
abusos en la Iglesia, con el fin de idear formas de 
caminar juntos por la senda de la restauración, todo 
ello en el marco de una cultura del cuidado.

Presidente:
Gracias a usted. Seguimos entonces aquí con 

este orden que traíamos, Tatiana Restrepo, de la 
organización Vives, por favor señora. ¿Tatiana está 
presente? Si no, hagámoslo independientemente y 
me dicen que uno de los videos también es de una 
persona víctima sobreviviente y no les podemos, en 
ese caso, coartar el uso de la palabra. Entonces hagan 
la intervención en el orden que ustedes decidan las 
dos y cada una por tres minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Tatiana Restrepo Vives, Ciudadana:

Buenos días a todos. Mi nombre es Tatiana 
Restrepo Vives, vengo desde Santa Marta. Lo que 
voy a contarles hoy no es un caso aislado, ni un 
asunto privado. De acuerdo con mi denuncia ante 
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la Fiscalía, desde hace aproximadamente cinco años 
Luis Fernando Ramón Ramírez, Pastor de la iglesia 
GNG en Santa Marta, había utilizado las llamadas 
consejerías espirituales para acercarse a mujeres en 
situaciones de alta vulnerabilidad emocional.

Viví en carne propia cómo, con biblia en mano, 
trataron de manipularme. Intentaron prohibirme 
hablar con otras mujeres, iniciaron dentro de la 
Iglesia una campaña de desprestigio hacia mí para 
invalidar mi testimonio. Me tocó retirarme de la 
iglesia. Lo que se identifica en este caso no puede 
analizarse como relaciones consentidas, desde el 
punto de vista jurídico, el consentimiento no es válido 
cuando está condicionado por el engaño, la presión 
o el abuso de una posición de poder. En escenarios 
de consejería espiritual esa posición existe, el 
líder religioso influye en decisiones personales, 
accede a la intimidad emocional y puede generar 
dependencia, cuando se aprovecha esa condición 
pueden configurarse conductas como el acceso 
carnal o acto sexual abusivo o el constreñimiento, 
incluso sin violencia física.

Esto no es teoría, es lo que viví. Llegué a ese 
espacio en un momento de vulnerabilidad buscando 
orientación y apoyo, recuerdo perfecto que me 
dijo: “Conmigo vas a ahorrar tiempo y dinero”. 
Todo se tejía en medio de mensajes espirituales, 
motivacionales y teorías según su experiencia como 
consejero familiar.

En ese contexto fui manipulada y vulnerada 
en mi dignidad. Conozco el testimonio de más de 
seis mujeres vinculadas a través del mismo tipo de 
relación y bajo las mismas dinámicas y al mismo 
tiempo, en la investigación que hice junto con otras 
víctimas y algunos líderes de la Iglesia, logramos 
identificar que usaba su investidura de Pastor para 
mantener aproximadamente diez relaciones alternas, 
éramos su suministro. Sé también que además, 
en ese entonces, la Iglesia organizó un proceso 
llamado “restauración” en la que participaron diez 
mujeres adicionales, aquí estamos hablando de 
más de 20 mujeres. Tengo una lista de 30, mujeres 
que no tienen claro qué fue lo que les pasó y ni 
siquiera tuvieron acceso a un peritaje. En este tipo 
de patrón el consentimiento no es libre, 2 de las 3 
mujeres que denunciamos ante Fiscalía, tenemos 
peritajes psicológicos, en los cuales se evidencian 
afectaciones reales: estrés postraumático, depresión, 
alteraciones del sueño y cambios profundos en la 
forma de percibir nuestro entorno. Además, son 
claros en algo: existía una relación de poder que 
afectaba la capacidad de decidir y de resistir. Por eso 
debe hablarse de consentimiento viciado y cuando 
se intenta acudir a la justicia, el problema continúa. 
He tenido que buscar por mis propios medios el 
acompañamiento necesario para sostener un proceso 
que debería estar garantizado. Eso no debe pasar, 
porque cuando el sistema no responde también se 
convierte en parte del problema. Hoy estoy aquí 
porque entendí que no soy la única, porque el 
silencio tanto institucional como social, permite que 
estas dinámicas continúen.

Presidente:
El minuto por favor adicional.
Continúa con el uso de la palabra Tatiana 

Restrepo Vives, Ciudadana:
Este tipo de casos, no puede quedar por fuera del 

debate público ni del accionar del Estado. La libertad 
religiosa no puede ser escenario sin control cuando 
están en riesgo derechos fundamentales. El llamado 
es concreto: investigaciones oportunas, garantías 
reales para las víctimas y responsabilidades claras, 
también para las organizaciones donde estos hechos 
ocurren.

No se trata de cuestionar la fe, por eso la creación 
de protocolos claros no es una opción, es una 
necesidad. Proteger a este tipo de personas no es 
proteger a la iglesia ni la libertad de culto, es evitar 
que el abuso se repita. Gracias.

Presidente:
Oímos ahora a Ingrid López, de la Secretaría de 

la Mujer de Santa Marta, por el mismo tiempo, 3 
minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Ingrid López, de la secretaría de la Mujer y 
Equidad de Género de Santa Marta:

Muy buenos días a todos. Omitiendo saludos por 
temas de tiempo, muchísimas gracias por permitirme 
participar en este espacio y hacerme esta invitación. 
Desde la ciudad de Santa Marta, como Secretaria de 
la Mujer y Equidad de Género, quiero resaltar que 
vengo de una ciudad donde la fe está en el centro 
de la vida comunitaria y precisamente por eso, es 
que en muchos de los casos la fe es usada como 
instrumento de abuso. Como secretaria de la Mujer, 
he presenciado de primera mano la profundidad que 
tiene esta problemática y sé de la existencia de casos 
en mi ciudad, los conozco de primera mano, porque 
son mujeres que han tocado las puertas buscando 
ayuda.

El 3 de abril del 2024, un grupo de 14 mujeres 
llegó a las instalaciones de nuestra Secretaría. 
Llegaron confundidas, fracturadas y avergonzadas, 
como llegan todas las víctimas de abuso, cuando 
quien las violenta fue alguien en quien confiaban. 
Su agresor era el Pastor de una Iglesia Cristiana 
reconocida en nuestra ciudad y según sus relatos, 
había ejercido durante un tiempo prolongado, 
conductas sistemáticas de manipulación emocional, 
coerción psicológica y control de sus vidas. Esta 
es una realidad fehaciente con todas las pruebas, 
que sabemos que en Santa Marta, como este, hay 
muchísimos otros casos, pero este es uno de los más 
graves y de los problemas más graves que se nos 
presentan actualmente.

No contamos con cifras claras, obviamente, 
porque muchas de estas situaciones son manejadas 
internamente dentro de las mismas instituciones 
religiosas, que dicen encargarse de restaurar ¿Cómo 
un agresor restaura a una víctima? Es la pregunta. 
Entonces es claro, que nadie va a publicar este 
caso, que quedará internamente en el secreto y en el 
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anonimato de una iglesia encubridora de un delito de 
abuso sexual y coerción psicológica. Pero no existen 
estadísticas oficiales de víctimas de abuso clerical 
y religioso en Colombia, siendo las instituciones 
a la que pertenece el agresor quien se encarga de 
caracterizarlas, una institución que tiene todo el 
interés de proteger su imagen, su fuero, sus pastores 
y sus sacerdotes. Por todo lo anterior, y este.

Presidente:
El minuto para terminar.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a Ingrid López, de la secretaría de la Mujer y 
Equidad de Género de Santa Marta:

Y este es el motivo principal por el que hoy estoy 
aquí, y es que traigo 3 peticiones, Presidente: La 
primera, que se establezcan protocolos claros, con 
una ruta de atención especializada e independiente, 
donde las instituciones religiosas no tengan 
intervención en el manejo de los casos. Esa es mi 
primera petición.

Lo segundo, que si bien va dirigido el proyecto 
de ley a la población menor de edad y requiere esta 
población una protección especial y reforzada, los 
adultos también son víctimas de este tipo de abuso. 
Y el hecho real, es que hoy conozco 14 casos de 14 
mujeres que son víctimas de abuso sexual clerical y 
el reconocimiento de esa realidad.

Presidente:
Gracias doctora Ingrid. Vamos entonces a ver el 

video completo de Agustín Santillán, que también 
se presenta como víctima y sobreviviente, y le doy 
la palabra a continuación al doctor Alirio Uribe, 
Representante que nos va a ayudar a orientar la 
Audiencia.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Agustín Santillán:

Hola, soy Agustín Santillán, argentino que reside 
en Colombia desde hace 5 años, de familia católica 
no practicante, conozco a Jesús a mis 17 años y con 
mi conversión, viene este deseo de ser todo de él, 
así que ingreso a la vida religiosa, donde conocí la 
grandeza de la Iglesia, pero también su lado más 
pecador. En una convivencia que habíamos realizado 
quienes nos formábamos con algunos religiosos, 
he sufrido un abuso sexual. Lo experimento como 
que en ese momento me han partido el corazón y 
empecé a transitar por una noche oscura por más de 
12 años. Cuando apenas pasaron los hechos, busco 
ayuda psicológica con una psicóloga que era muy 
amiga de la institución y ella lo único que hizo fue 
confundirme más sobre mí mismo, invitándome a 
aceptar mi homosexualidad. Entonces entiendo que 
no fue solo abuso psicológico o sexual, sino también 
de conciencia.

Terminada esa experiencia de un año, decidí 
volver al lugar seguro que es mi casa materna y 
creo que en ese momento hubiese sido como una 
razón prudente alejarme de la Iglesia para siempre, 
pero el Espíritu Santo me permitió estar cerca del 
Señor cuando más lo necesitaba. Si bien intenté 

continuar con mi vida, había 2 cosas que me lo 
impedían: una gran herida afectiva profunda y por 
otro lado, este deseo de ser totalmente de Jesús, pero 
en una Iglesia a la que amaba, pero temía, como que 
inconscientemente esperaba crecer para que esto no 
vuelva a pasar. Tardé 10 años para dar el paso tan 
anhelado. Ingreso al seminario de Buenos Aires y 
ahí elijo como director espiritual a un cura de Las 
Villas que para mi sorpresa, hablando con él, estaba 
formado en acompañar a personas que habían sido 
abusadas sexualmente. Él no se sorprendió por 
ninguno de mis síntomas, pero sí me invita a iniciar 
una denuncia legal y ahí fue que a la par, empezamos 
investigaciones siguiendo el protocolo del Papa 
Francisco del 2019 “Vos Estis Lux Mundi”, a su vez 
también empiezo a trabajar con un psiquiatra que 
me ayuda a ir sanando estas heridas tan profundas.

Entonces, aquella Iglesia donde fui herido, ahí 
también he sido restaurado. Con esta sanación 
interior vuelve mi fervor misionero y para mi 
sorpresa, en este proceso de sanación, el Señor Jesús 
me pide entregarle todo nuevamente, es decir, dejar 
el seminario y volver a la vida laical. Es así que, 
bueno, en pandemia vengo a Colombia a visitar una 
amiga con la cual me caso, con la cual hoy tenemos 
una familia preciosa, estamos esperando nuestra 
quinta hija y estando acá como matrimonio buscamos 
tener un director espiritual para acompañarnos, para 
confesarnos. Dimos con un sacerdote de la diócesis 
de Sonsón - Rionegro que está a cargo de la pastoral 
del clero, vela por la vida espiritual de más de 500 
sacerdotes y conociendo nuestro testimonio, nos ha 
pedido contar nuestro testimonio a estos sacerdotes.

Entonces, como ven la iglesia en vez de callarme, 
me ha dado una sala de conferencias con la que con 
frecuencia doy mi testimonio, a partir de la cual 
ellos van trabajando este tema, de cómo acompañar 
a personas en el abuso, invitándolos a la formación. 
Es decir, yo invito a las víctimas a reconocer que 
hoy en la Iglesia hay cientos de sacerdotes, de 
religiosos y de laicos, acompañándonos a quienes 
hemos sufrido un abuso, que necesitamos justicia, sí, 
pero en primer lugar necesitamos nuestra sanación, 
la restauración del corazón, porque lo que nosotros 
nos merecemos es ser felices, el plan ideal que Dios 
ha tenido para nuestras vidas.

Y decirles que la sed de justicia no se convierta 
en sed de venganza, yo elijo la sanación a la 
revictimización, con la justicia necesaria que hay 
que hacer.

Presidente:
Agradecemos y todo esto hace parte del Acta y del 

registro de la Audiencia. Tiene la palabra el doctor 
Alirio Uribe, Representante de esta Comisión, y se 
prepara la última intervención de la Conferencia 
Episcopal, a cargo de Blanca Leal Sánchez.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Alirio Uribe Muñoz:

Muchas gracias Presidente. Bueno, como uno 
de los Coordinadores Ponentes y Coautor de este 
proyecto de ley, pues lo primero que debo hacer 
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es agradecer profundamente y con mucho cariño, 
aprecio y respeto a las víctimas, a la valentía de 
las víctimas que han concurrido a esta Audiencia. 
Agradecerles también a los periodistas, las 
periodistas, que han estado impulsando esta iniciativa 
legislativa y obviamente, pues yo he trabajado más 
de 30 años con víctimas en Colombia, más que un 
político, soy un defensor de Derechos Humanos y 
entiendo el dolor de las víctimas y entiendo el sentido 
de crear una Comisión de la Verdad para el tema de 
la violencia sexual en entornos clericales religiosos. 
Y por supuesto, que respetamos profundamente las 
iglesias y profundamente la libertad religiosa, pero 
creo que entre más respetemos esos principios y 
esos valores de las iglesias, pues más tenemos que 
investigar, sancionar y condenar este problema.

Por supuesto que los niños y niñas no están seguras 
en ningún entorno, no están seguros en el hogar, no 
están seguros en las escuelas, en los centros de salud, 
en las instituciones deportivas, en las calles, en el 
transporte público, es decir, todo el tiempo hay abusos, 
pero eso no quiere decir que no sea importante hacer 
una ley que apruebe una Comisión para esclarecer la 
verdad de todos estos crímenes, porque son crímenes, 
son delitos y son delitos graves que deben ser 
obviamente investigados y sancionados. Yo creo que 
aquí se han hecho muchas propuestas, yo realmente 
no he escuchado que nadie diga que no haya ley y 
eso me parece importante. Han hecho observaciones 
frente a las facultades, frente al cruce de funciones 
con la Fiscalía, o con Medicina Legal, o las facultades 
de ir a tomar información de determinados entornos. 
Vamos a revisar, como Coordinadores Ponentes, con 
la doctora Jennifer y con los demás Congresistas, 
pues todas las observaciones que ustedes tienen, 
precisamente para que no vaya a haber violaciones 
del debido proceso o para que no se vaya a mirar esto.

Pero yo sí quiero insistir, en que el objetivo final 
de la Comisión es entregar y presentar públicamente 
un informe final, sobre las investigaciones y el 
esclarecimiento de la verdad de los delitos de 
abuso sexual en contextos clericales y religiosos 
en Colombia, el cual debe incluir medidas de 
reparación, recomendaciones y demás. Yo creo que 
la democracia, el país, la historia de lo que ha sido la 
violencia sexual en Colombia merece que exista este 
tipo de mecanismo.

Finalmente, lo que buscan las víctimas siempre es 
que se establezca la verdad. A partir de esa verdad, 
establecer una responsabilidad que puede ser de 
naturaleza penal, de naturaleza civil y a partir de 
eso, buscar también una reparación sanadora para las 
víctimas. No se trata de generar odio, se trata de que 
las víctimas.

Presidente:
El minuto para cerrar doctor Alirio.
Continúa con el uso de la palabra el honorable 

Representante Alirio Uribe Muñoz. 
Que las víctimas sean reparadas, pero lo más 

importante de esta Audiencia Pública es que la 
verdad se socialice y en la medida en que la verdad 

se socializa, eso se vuelve un mecanismo de 
prevención para que no se dé la repetición. Yo en mi 
experiencia profesional tuve que conocer muchos 
casos también de violencia sexual en el marco del 
conflicto armado. Me acuerdo uno de los primeros 
casos fue la niña Sandra Catalina, que fue violada 
en una Estación de Policía con 140 Policías en la 
Estación y asesinada.

Entonces, esto para decirles a las víctimas, que 
este Congreso tiene la intencionalidad de que esto 
se vuelva una Ley y que de verdad saludamos esa 
fuerza, ese valor, esa dignidad y que le pedimos a 
las iglesias que no se sientan enjuiciadas, que aquí 
lo que estamos tratando es de construir la verdad 
para un país mejor, que reconozca la dignidad de las 
víctimas. Muchas gracias.

Presidente:
Gracias doctor Alirio. Yo desde el mes de 

diciembre le pedí a la Mesa Directiva, que me 
incorporaran en el grupo de Ponentes, ya que el 
Partido que represento, Centro Democrático, no está 
integrado. Así que les pido a ustedes también, como 
Coordinadores Ponentes, que la semana entrante 
verifiquemos que ese trámite se haya surtido. Ya 
solamente quedan 10 intervenciones: Blanca Leal, 
de la Conferencia Episcopal y se prepara Patricia 
Campos, de la ONG Metamorfosis.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Blanca Teresita Leal Sánchez, de la Conferencia 
Episcopal de Colombia:

Buenos días honorables Representantes. Yo 
vengo en nombre de la Conferencia Episcopal, pero 
quiero adelantarme a una cosa que es personal y es 
propia. Soy Abogada, experta en Derecho de Familia, 
he llevado muchos casos de violencia intrafamiliar y 
conozco el asunto a fondo y conozco la persecución. 
Además, mi familia y yo personalmente hemos 
sido víctimas. Total, vengo a hablar y te hablo a ti 
también, de que hay rutas de sanación a través de la 
fe y de la Iglesia. La Iglesia no es mala, la Iglesia es 
buena y hay que saber conocer los canales. No voy a 
hablar de mi caso, pero quiero decirle que el perdón 
ayuda para sanar y el resentimiento no.

Ahora voy a hablar a nombre de la Conferencia. 
Honorables Representantes, el encubrimiento es 
una de las figuras más complejas del Derecho 
Penal contemporáneo, porque revela una tensión 
que va más allá de la Ley, la tensión entre el deber 
jurídico de colaborar con la justicia y los vínculos de 
solidaridad moral o institucional que pueden motivar 
el silencio. Cuando este fenómeno se examina en el 
marco de la misión de la Iglesia Católica adquiere 
una dimensión adicional, jurídica, filosófica y 
teológica a la vez. Es desde esta triple perspectiva 
que la Conferencia Episcopal de Colombia presenta 
este análisis ante esta honorable Comisión. El mero 
silencio, la omisión temerosa, la reserva prudente, 
no comprometen responsabilidad penal, solo el dolo 
directo. Pero hay algo que el debate público suele 
omitir y que es el fundamento lógico de todo este 
análisis: no puede haber incumplimiento si no existe 
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un delito previo demostrado. Si el hecho principal 
no se prueba, el tipo penal accesorio se derrumba. 
Este principio, que emana directamente del artículo 
29 de nuestra Constitución, es la columna vertebral 
del Estado de Derecho.

El Derecho Canónico distingue con precisión 
dos realidades que frecuentemente se confunden. 
El sigilo sacramental, canon 983 Parágrafo 1°, 
es absoluto, pertenece al orden divino positivo, 
está protegido con excomunión latae sententiae 
y no puede ser revelado ante ninguna autoridad 
civil ni eclesiástica. No es el encubrimiento, es la 
preservación de un orden moral superior. El secreto 
de oficio, en cambio, es una obligación relativa y 
es aquí donde el Derecho Canónico contemporáneo 
ha tomado una posición definitiva. El equilibrio 
entre el deber de denunciar y el secreto de oficio 
se ha decantado claramente a favor del primero, 
en el caso de los delitos graves, mientras que el 
sigilo sacramental permanece como una fortaleza 
inexpugnable.

Presidente:
Un minuto, por favor.
Continúa con el uso de la palabra Blanca 

Teresita Leal Sánchez, de la Conferencia 
Episcopal de Colombia:

Entonces salto es. La Iglesia conoce bien 
por experiencia propia, cómo la ausencia del 
debido proceso puede victimizar dos veces. Por 
eso sostenemos con firmeza que la política de 
cero tolerancia frente al abuso, no puede ni debe 
interpretarse como una presunción de culpabilidad. 
Quien defiende, acompaña o guarda silencio respecto 
a la investigación y que finalmente resulta inocente, 
no ha cometido encubrimiento alguno.

Tres conclusiones finales para este análisis: del 
análisis jurídico, filosófico y teológico presentado, 
de dividiría en tres conclusiones: Sin delito principal 
no hay encubrimiento. La verdad como fundamento 
irrenunciable del juicio. Y la Iglesia es garante, no 
encubridora. El proyecto de ley, señor Barrientos, 
no se ría porque esto es serio, yo no me reí de su 
Ponencia. El proyecto de ley debe exigir que los 
operadores judiciales, distingan con precisión 
este encubrimiento doloso y el silencio legítimo, 
fundado en el secreto profesional o religioso. Antes 
de imputar un delito accesorio debe verificarse 
siempre la existencia.

Presidente:
Por favor, recibimos la Ponencia para que obre. 

Sí, para una Moción de Orden de la Representante 
Támara Argote.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la honorable Representante Etna Támara Argote 
Calderón:

Yo quiero dejar acá una Constancia y creo que la 
Audiencia se ha venido desarrollando con respeto, 
a excepción de esta última intervención que me 
ha parecido, no porque tenga una voz suave no es 
violenta, pero como comenzó la intervención me 

parece que es profundamente revictimizante. Y 
creo que esta Audiencia no tiene por qué dirigirse 
explícitamente a las personas solicitándoles perdón 
o solicitándoles que incurran a una creencia 
religiosa, porque va en contra justamente de lo que 
precisamente están defendiendo, que es la libertad 
religiosa. Entonces yo les sugiero, que mantengamos 
la audiencia respetuosa, que la señora que participó 
por favor se abstenga de hacer esos comentarios y 
que en lo posible, si es justa y si puede reconocer su 
error, también lo resuelva acá reparando.

Presidente:
Támara, acá hemos dado todas las garantías. Que 

alguien exprese una opinión contraria a lo que uno 
tiene como convicción no significa. No, pero aquí 
no le podemos exigir ni libretear el saludo, ni la 
intervención a nadie. Así que yo les pido que nos 
permitan concluir la Audiencia con el mismo tono y 
el mismo formato que hemos seguido, donde se da 
el derecho de libre expresión a todos los ciudadanos 
que se han inscrito. Pero de todas maneras queda 
la Constancia de la doctora Argote, que la hace 
también como Autora del proyecto.

Vamos ya, quedamos como hemos dicho, Patricia 
Campos de la ONG Metamorfosis y se prepara Jesús 
Arturo Herrera, del Programa de Ciencia Política de 
la Universidad Cervantes San Agustín. Patricia, tres 
minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Patricia Campos, de la ONG Metamorfosis:

Buenos días a todos. Mi nombre es Patricia 
Campos, vengo en nombre de la ONG Metamorfosis. 
Soy y fui sobreviviente de violencia sexual en 
contexto religioso cristiano o evangélico y una de 
las cosas que quisiera resaltar primeramente, es 
que este tipo de violencias no surgen solamente en 
el entorno católico. En todos los entes y en todos 
los ambientes religiosos y de fe, está ocurriendo 
este tipo de violencias. Dentro de la ONG hemos 
recibido denuncias de víctimas en contexto católico, 
judío-mesiánico, chamanismo, profesores de yoga, 
profesores de reiki, obviamente personas cristianas 
y queremos que se vinculen todos estos entes 
religiosos también dentro de esta propuesta, porque 
no podemos dejar por fuera a las personas que están 
siendo abusadas.

Otra de las cosas que realmente, ya no tengo 
mi argumento en el papel, que hemos evidenciado 
durante esta Ponencia es que el énfasis y lo aplaudo 
como mamá de tres niñas, está enfocado en niñas, 
niños y adolescentes, pero también debemos 
evidenciar la violencia de género dentro de las 
Iglesias. Muchos de los Pastores y líderes religiosos 
están violentando a sus mujeres. Yo fui víctima de 
violencia sexual a los 32 años y a los 10 años había 
tenido otro hecho de violencia sexual. Esto me 
colocó, pues obviamente, en doble vulnerabilidad y 
mi agresor estuvo violentándome alrededor de siete 
años, en un acto en donde al salir de ese entorno 
cristiano, de ese entorno de fe, pude recurrir y 
conocerme como víctima.
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Entonces, no podemos respaldar un sistema que 
le dice a la víctima que si le ocurre hoy el hecho, 
mañana tiene que estar denunciando. Y creo que 
desde la neurociencia, la doctora lo puede avalar, las 
personas tardamos mucho tiempo y es el esquema 
del cerebro el que marca la pauta de qué momento es 
el justo para denunciar. Entonces, el sistema también 
tiene que tener eso en cuenta, porque no podemos 
colocar una prescripción de tiempo. Eso es como 
decirle a la persona: “usted tiene que reconocerse 
hoy” y es imposible colocar un tiempo a una víctima, 
para que se reconozca como víctima.

Dentro de todo el entorno y el sistema, nosotros 
evidenciamos muchas fallas y otra de las cosas 
que yo quisiera que se tuviera en cuenta, es que las 
víctimas deben ser parte de todas estas propuestas. 
Dentro del sistema nosotros encontramos fallas en 
las organizaciones: CEDECOL, ADME, quienes 
estaban encargados de hacer Veeduría a las iglesias, 
a nosotros nos dejaron totalmente invisibilizadas. 
Acudimos a esos entes en pos de buscar una ayuda, 
nunca tuvimos voz. Acudimos a la Policía Judicial, 
nos revictimizaban; acudimos a Fiscalía, nos 
revictimizaban y todos los entornos tanto legales, 
políticos y jurídicos, están con una falta muy grande 
de preparación. Así que desde nuestra ONG y desde 
la Red que se formó después, que es la primera red 
en Colombia.

Presidente:
El minuto, por favor.
Continúa con el uso de la palabra Patricia 

Campos, de la ONG Metamorfosis:
Gracias. La primera Red en Colombia de personas 

y organizaciones eclesiásticas, religiosas que nos 
unimos para poderle dar voz a todas esas personas 
que quedamos por fuera del sistema, simplemente 
por ser en entorno de fe. 

Entonces, esa es como la propuesta: Primero, que 
se tenga en cuenta la violencia de género en contexto 
religioso. Segundo, que se vinculen también a las 
mujeres en edades adultas y personas en edades 
adultas. Y tercero, que se tenga en cuenta a las 
víctimas dentro de todos los procesos que se vayan 
a realizar. Gracias.

Presidente:
Muchas gracias. Sigue Jesús Arturo Herrera y 

se prepara virtualmente Douglas Alberto Cepeda. 
Si es intervención, no vamos a pasar más videos, 
intervenciones, para que de esa manera podamos 
escucharlo a él también. Jesús, por tres minutos, en 
nombre de la Fundación Universitaria Cervantes 
San Agustín.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Jesús Arturo Herrera Salas, del Programa de 
Ciencia Política de la Fundación Universitaria 
Cervantes San Agustín:

Buenos días señor Congresista. Vengo en 
representación del Programa de Ciencia Política 
de Unicervantes y agradezco además la línea de 
investigación en historia política y religión a la 

que pertenezco, pues la invitación a analizar este 
proyecto de ley. A la hora de revisar el Proyecto, lo 
primero que nos sorprendió fue el contraste entre 
las afirmaciones contundentes, las generalizaciones, 
las imprecisiones y la total ausencia de referencias 
documentales explícitas, que permitieran sostener 
tales afirmaciones. Se habla de que hay muchas 
investigaciones, de muchos casos, pero cuando se 
quiere revisar de qué estamos hablando, no aparecían 
documentos específicos, citas concretas que le permitan 
a uno valorar las afirmaciones hechas. Y en este sentido 
preocupa, porque impide determinar la existencia del 
problema que se está atendiendo.

Ahora bien, esto combinado al hecho de varias 
inconsistencias que encontramos entre la exposición 
de motivos y el articulado planteado. Por ejemplo, se 
habla de revisar, de reevaluar el concordato; se habla 
de beneficios a las instituciones que colaboren; se 
habla de obligación de denuncia en otras entidades 
aparte de lo religioso o de creación de una unidad 
especializada en la Fiscalía y luego uno mira el 
articulado del proyecto y no aparece por ningún lado. 
Pero además es contradictorio con aspectos específicos 
del articulado, como ese que no se están tocando las 
competencias de la Fiscalía, o decir que no se puede, 
que es la obligación de denuncia y de colaboración 
y por lo tanto no tiene sentido otorgar beneficios en 
este sentido, cosa que resulta difícil de explicar en un 
proyecto con tantos Autores, que nadie se haya dado 
cuenta de tales contradicciones e inconsistencias, salvo 
el hecho de que hubiera sido generado por Inteligencia 
Artificial y así efectivamente lo revisé por un software 
y aquí arrojó que el 100% del documento hubiera sido 
generado con alguno de estos sistemas.

El proyecto parece que no demuestra, justamente, 
no es capaz de demostrar las afirmaciones que hacen 
y esto además es preocupante para la creación de una 
Comisión, que estaría dedicada a justificar justamente 
su propia existencia, lo cual genera un sesgo total en el 
resultado que se puede esperar de tales investigaciones.

Adicionalmente, la exposición de motivos carga 
directamente contra la Iglesia Católica, casi no habla 
de otras confesiones, incluso acusa aspectos de la 
doctrina, de la fe, de la estructura canónica, de la 
práctica sacramental, como si fueran propicios para los 
abusos sexuales. Y en cierto modo, se asume siempre la 
denuncia como culpabilidad, se contabilizan denuncias 
sin considerar si judicialmente se haya demostrado la 
culpabilidad o cómo se ha demostrado la inocencia, 
también en la falsedad de las denuncias. Pareciera.

Presidente:
Un minuto para terminar.
Continúa con el uso de la palabra Jesús Arturo 

Herrera Salas, del Programa de Ciencia Política 
de la Fundación Universitaria Cervantes San 
Agustín:

Y pareciera que lo que se está buscando es la 
creación de un procedimiento judicial paralelo, 
porque se le asignan funciones judiciales a esta 
Comisión, la capacidad de dictar medidas cautelares, 
de atribuir responsabilidades concretas, de dictar 
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sanciones, de levantar pruebas y un procedimiento 
judicial en el cual simplemente se omiten las 
características propias del Sistema Penal, que es 
la garantía tanto para la parte acusada como para 
la parte investigada, de probar o desmontar las 
evidencias aportadas.

Y en ese sentido, lo que se podía esperar de los 
informes de tal Comisión, es justamente, digamos 
ya está previsto por el evidente sesgo que muestra 
la exposición de motivos. Por lo anterior entonces, 
proponemos o recomendamos el Archivo del 
proyecto y adicionalmente, quisiera dejar sobre 
la Mesa el hecho de que el documento haya sido 
generado con Inteligencia Artificial y que el 
Congreso debería revisar cuál es la responsabilidad 
de los Congresistas que aparecen como Autores de 
un documento hecho con IA.

Presidente:
Jennifer me pide la palabra.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a la honorable Representante Jennifer Dalley 
Pedraza Sandoval:

Sí, qué pena presidente, pero es que me parece 
que el hecho de que un software le haya dado a usted 
esa respuesta, no lo autoriza para hacer ese tipo 
de afirmaciones en la Comisión Primera, cuando 
además aquí estamos no solamente los Congresistas 
que redactamos con nuestro puño y letra el Proyecto, 
sino que además están las víctimas que lo redactaron 
con nosotros y con nosotras. Entonces, si usted 
tiene esa percepción, pues pienso que podría ser 
un poco más respetuoso a la hora de plantear esa 
afirmación, porque de lo contrario no estaríamos 
realizando esta Audiencia Pública, en la cual usted 
ha tenido todas las garantías para intervenir. Y 
precisamente, seguramente habrá elementos por 
ajustar en el proyecto, creo que esta comisión ha 
sido absolutamente humilde y ha presentado el texto 
del proyecto precisamente sujeto a modificaciones. 

Al principio de la Audiencia yo aclaré que este 
es apenas el Primer Debate del proyecto. Todos 
los proyectos sufren modificaciones a lo largo 
de su trámite legislativo y ese es precisamente 
ese propósito. Pero sí le quiero señalar que como 
Autora, no puedo evitar sentirme irrespetada con 
esas afirmaciones que usted ha planteado, dado que 
con nuestro equipo redactamos con nuestro puño y 
letra el proyecto de ley. Que a usted no le guste, que 
usted quiera o considere que lo mejor es archivarlo, 
no le da derecho para hacer ese tipo de afirmaciones 
que desde mi perspectiva no tienen sustento, como 
una persona que lo redactó, sencillamente porque 
usted lo corra en un software que nadie sabe cuál 
es. Entonces, sí le quiero pedir respeto por los 
Congresistas Autores de este proyecto y también 
por el Congreso de la República en general, doctor 
Herrera.

Presidente:
La intervención me hace caer en cuenta, que no 

haber tenido la voz de la Fiscalía en esta Audiencia 
pues es lamentable, porque todos los intervinientes 

de alguna forma lo han mencionado. Así que yo le 
insisto a la Secretaría que le pidamos al Ministerio 
de Justicia, que ojalá nos haga llegar cuanto antes 
el Concepto de Política Criminal, porque la Fiscalía 
hace parte de ese Consejo y si bien no es vinculante 
y no se requiere para el Primer Debate, sí debe obrar 
en algún momento en el trámite legislativo.

Secretario:
Así se hará, señor Presidente.
Presidente:
Muy bien. Una Moción de Orden.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

al honorable Representante Alirio Uribe Muñoz:
Gracias Presidente. Son dos cositas que quería 

dejar Constancia en esta $, aparte de agradecerle a 
todas y todos los asistentes presenciales, a quienes 
mandaron los testimonios y demás. uno es sobre 
los ponentes, Representante Uscátegui, aquí no se 
excluyó ningún Partido, el Centro Democrático 
estaba incluido como Ponente; estaba el doctor 
Hernán Darío Cadavid Márquez, estaba también la 
doctora Marelen Castillo Torres y estaba también el 
doctor Oscar Rodrigo Campo Hurtado, de Cambio 
Radical. Estos tres Ponentes renunciaron; es decir, 
el Centro Democrático sí se le había puesto Ponente 
y renunció a la Ponencia. Entonces, para hacer 
claridad de que no hubo la intención, por lo menos 
yo no la ve de la Mesa Directiva, de excluir al Centro 
Democrático del debate, o de la elaboración de la 
Ponencia del Proyecto, sino que se renunció a ello.

Y segundo, yo vengo liderando un proyecto de 
ley con la Comisión Bicameral de Cámara y Senado 
sobre la regulación de la IA, donde hemos hecho 
infinidad de Audiencias y hemos trabajado sobre 
esos temas. Efectivamente, si uno pone el Himno 
Nacional de Colombia en una aplicación, algunas 
aplicaciones de IA salen diciendo que el Himno 
Nacional fue hecho por una IA. Entonces, en ese 
sentido sí, pues nosotros hemos hecho el proyecto 
de ley de la mano de las víctimas; hemos discutido 
artículo por artículo, se le ha quitado, se le ha 
puesto y obviamente, ningún proyecto de ley sale 
del Congreso como ingresa y sufre en los diferentes 
debates, cambios de lo que se ha dicho aquí por 
los técnicos, por las autoridades, por los que han 
participado acá. Seguramente tendremos que hacer 
algunos ajustes, porque tampoco nos interesa que 
una Ley sea inconstitucional, y esta es la Comisión 
Constitucional. 

Entonces, en ese sentido, pues darle la 
tranquilidad a los colombianos de que revisaremos 
el texto y haremos acopio de las recomendaciones 
escritas y técnicas que se han planteado. Muchas 
gracias Presidente.

Presidente:
Gracias, Alirio. Para que obre la Constancia, 

precisamente cuando me enteré de que había 
Ponentes que habían renunciado a la Ponencia, 
solicité desde diciembre mi incorporación al grupo 
de Ponentes y ha transcurrido un tiempo más que 
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suficiente, para que se me incorpore. Así que eso lo 
revisaremos la semana entrante.

En estos espacios tienen prelación los ciudadanos, 
nosotros los Congresistas, ya tendremos oportunidad 
de dar nuestro debate en el debate de Comisión 
Primera. Así que les pido que nos concentremos en 
las últimas siete intervenciones de ciudadanos, para 
de esa forma poder cerrar la Audiencia. Douglas 
Alberto, que está conectado virtualmente, es la última 
intervención virtual y se alista Daniela Zavala, de la 
Confederación Evangélica de Colombia.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Douglas Alberto Sequeda Contreras, de la 
Fundación Conciudadanos:

Muchas gracias señor Presidente, a todos los 
honorables Representantes muy buenos días. En 
nombre de la Fundación Conciudadanos, queremos 
comenzar con una precisión fundamental y es indicar 
que oponerse a este proyecto de ley, no implica, 
bajo ninguna circunstancia relativizar o encubrir 
el abuso sexual; por el contrario, implica que esta 
problemática se aborde con todo el rigor, integralidad 
y sin sesgos. Queremos transmitir a través de esta 
intervención, que este proyecto de ley presenta un 
diagnóstico no muy adecuado, quizás equivocado, y 
sobre esta base construye una solución socialmente 
riesgosa bajo tres premisas.

La primera: la naturaleza de los abusos sexuales. 
El abuso sexual es un fenómeno complejo y 
transversal en la sociedad. Por ejemplo, el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
del Perú, evidencia que existe un significativo 
escenario en medio de los abusos sexuales, como 
la familia, entre otros. La Procuraduría General 
de la Nación ha demostrado que en muchos casos 
involucran el entorno educativo, docentes y personal 
administrativo subordinado a las directrices del 
Estado, un enfoque que esta incluso, un contenido 
dentro de la exposición de motivos, indica que la 
Defensoría del Pueblo de España, en un informe 
de 2023, indico que existe un porcentaje inferior al 
0,6% de víctimas de abuso por parte de clérigos; en 
este sentido, es una cifra muy baja en comparación 
con otras cifras. En conclusión, la realidad del 
abuso sexual no solo comprende a una institución 
específica, sino que trasciende a varias realidades 
fuera del contexto religioso.

Segundo: ¿Qué pretende el proyecto de ley? 
El proyecto de ley se presenta simplemente 
estigmatizando a una institución, en este caso 
la Iglesia Católica, tal como se ve en el artículo 
10 de este articulado y la presenta como un foco 
estructural del problema y como una institución 
deliberadamente encubridora y negligente; además 
de la creación de una instancia y darle competencias 
que vulnerarían derechos fundamentales, como 
el debido proceso, omitiendo lo que ya en otras 
intervenciones han mencionado, que han sido 
acciones, por ejemplo, de la Iglesia Católica en 
los motu proprio de San Juan Pablo II y del papa 
Francisco, en el sacramentorum sanctitatis Tutela y 

el del papa Francisco, respectivamente. vos estis lux 
mundi.

Tercero: ¿Qué riesgos sociales están asociados al 
proyecto de ley? Señor Presidente, ¿Me concede un 
minuto para cerrar, por favor?

Presidente:
Sí, programemos el minuto de cierre, por favor.
Continúa con el uso de la palabra Douglas 

Alberto Sequeda Contreras, de la Fundación 
Conciudadanos:

Los riesgos sociales que se asocian en este 
proyecto: Hemos enunciado lo complejo que son 
los abusos sexuales en menores, los entornos donde 
se están dando; hemos indicado que estigmatiza a 
la Iglesia; hemos indicado también la creación de 
instituciones que van a extralimitarse en funciones o 
que van a vulnerar ciertas garantías consagradas en 
la Constitución.

Y esto genera un riesgo social, puesto que se 
fomenta una lógica de estigmatización colectiva. 
Al referirse a la Iglesia Católica nos referimos a 
todos los bautizados, casi el 80%, según datos de 
la Defensoría del Pueblo del año 2025, indican que 
casi el 80% se identifican como católicos. Si bien el 
objeto es proteger a los niños, niñas y adolescentes, 
la protección debe ser integral, que abarque todos 
los espacios y no reduciéndolos solo al contexto 
religioso. Por esas razones, consideramos que el 
proyecto de ley es inconveniente y por lo tanto, 
solicitamos el Archivo del mismo. Muchas gracias, 
señor Presidente.

Presidente:
Muchas gracias. Seguimos entonces con 

Daniela Zavala, de la Confederación Evangélica 
de Colombia y se prepara Angélica Narváez, del 
Movimiento Nacional por la Familia. Como se dan 
cuenta, ya después de un tiempo las intervenciones 
son repetitivas en algunos fragmentos de cosas que 
ya se han dicho, que ya han sido expuestas. Entonces, 
yo en aras del tiempo, sin coartarlos, quisiera que de 
pronto en estas últimas intervenciones comentáramos 
lo que ustedes consideren que no se ha dicho aún en 
la Audiencia, pero ustedes son libres de su tiempo y 
cada quien tendrá sus tres minutos para desarrollar 
sus ideas. Daniela Zavala, tres minutos, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Daniela Zavala Avella, de la Confederación 
Evangélica de Colombia (Cedecol):

Buenos días Honorable Presidente de la 
Comisión, honorables Representantes a la Cámara, 
colegas ciudadanos y muy especialmente, a las 
víctimas y sobrevivientes que hoy nos escuchan. 
Comparezco en representación de la Confederación 
Evangélica de Colombia – (Cedecol) y quiero iniciar 
esta intervención con un acto de profunda contrición 
y reconocimiento. Como sector religioso, sabemos 
y reconocemos que históricamente ha existido una 
dolorosa falencia en la atención, escucha y protección 
de las víctimas de abuso sexual en nuestros entornos. 
Nos duele profundamente saber que personas que 
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buscaban un refugio espiritual seguro encontraron 
vulneración, y este dolor es aún más desgarrador 
cuando los victimarios han sido líderes religiosos, 
que traicionaron su sagrada vocación y la confianza 
de sus congregaciones. Su dolor es legítimo y su 
clamor por justicia y cero impunidad, es también el 
nuestro.

Sin embargo, desde el rigor del derecho 
constitucional y administrativo y precisamente, 
para garantizar una justicia efectiva y no simbólica, 
solicitamos respetuosamente el Archivo del 
proyecto de ley, sustentados en dos razones jurídicas 
fundamentales: Primero, es una medida estigmatizante 
que vulnera el principio de igualdad constitucional. 
Al crear un régimen sancionatorio y una Comisión de 
Investigación enfocados exclusivamente en el sector 
clerical y religioso, se presume una criminalidad 
institucionalizada exclusiva de nuestra esfera. Las 
cifras del ICBF y la Fiscalía, demuestran que los 
abusos ocurren abrumadoramente en el entorno 
familiar, educativo y deportivo. Legislar de manera 
focalizada y excepcional contra las iglesias, no 
brinda mayor protección a los niños; simplemente 
estigmatiza la fe, la libertad religiosa y el buen 
nombre de miles de comunidades que realizan una 
labor social y espiritual íntegra en el país.

Segundo, el proyecto de ley adolece de una grave 
duplicidad normativa y transgrede la separación 
de poderes. Se pretende otorgar a una Comisión 
Administrativa adscrita a la Defensoría del Pueblo, 
en facultades cuasi jurisdiccionales. El artículo 10 
contempla el embargo de cuentas de las iglesias y 
comunidades para garantizar la reparación; permitir 
embargos fuera del rigor del proceso judicial, es una 
expropiación de facto que paralizará la libertad de 
cultos e inviabilizará el funcionamiento administrativo 
de las iglesias. 

Y el artículo 13, impone multas de hasta mil 
salarios mínimos por encubrimiento. Señores 
Representantes, el encubrimiento ya está tipificado en 
nuestro Código Penal; la Fiscalía General de la Nación 
ya tiene la competencia exclusiva para investigar y 
los Jueces de la República son los únicos facultados 
para sancionar, declarar responsabilidades civiles 
e imponer medidas cautelares. Crear Comisiones 
Administrativas paralelas, debilita el Estado de 
Derecho, genera un choque de interés institucional y 
no soluciona el problema de fondo. Nuestra solicitud 
de Archivo no significa inacción; todo lo contrario, 
la protección de los menores no requiere nuevas 
comisiones burocráticas, sino efectividad, prevención 
y articulación. Por ello desde CEDECOL, institución 
que agrupa por lo menos a 9.000 iglesias en todo el 
país, ya estamos.

Presidente:
Un minuto.
Continúa con el uso de la palabra Daniela 

Zavala Avella, de la Confederación Evangélica 
de Colombia (Cedecol).

Institución que agrupa por lo menos a 9.000 
iglesias en todo el país, ya estamos trabajando de 

puertas hacia adentro. Nos encontramos articulando 
con diversas organizaciones, la implementación de 
un protocolo estricto de atención a víctimas dentro 
de nuestras iglesias, estableciendo rutas de acción 
claras, seguras y obligatorias para la denuncia 
directa ante la Fiscalía General de la Nación, frente 
a cualquier caso o sospecha.

Nuestra propuesta es la acción preventiva 
desde nuestras bases y el fortalecimiento de la 
Jurisdicción Ordinaria, sin sacrificar las garantías 
constitucionales, ni la presunción de inocencia 
dentro de nuestras instituciones. Por estas razones 
de inconstitucionalidad y duplicidad normativa, 
reiteramos la solicitud de Archivo de esta iniciativa. 
Muchas gracias.

Presidente:
Muchas gracias. Sigue en este momento Angélica 

Narváez, del Movimiento Nacional por la Familia, y 
se prepara Manuel David Castañeda.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Angélica Narváez, del Movimiento Nacional por 
la Familia:

Muy buenos días para todos. Sí, lastimosamente 
en los entornos eclesiales se han colado abusadores, 
así como lamentablemente también en el Congreso de 
la República se han colado abusadores y criminales 
de lesa humanidad. Una amiga mía muy cercana lo 
ha denunciado acá muchas veces, Daisy Guanaro, 
quien siendo niña fue abusada por personas que son 
pedófilos y que hoy en día ostentan una credencial 
como Congresistas. Soy mujer y lastimosamente 
fui víctima de abuso sexual cuando tenía 9 años, y 
eso me llevó también a querer estudiar leyes. Hoy, 
como especialista en Derecho de Familia, acompaño 
a nivel nacional a muchas mujeres que son víctimas 
y que no saben denunciar. 

Pero saben, a los 15 años también llegué a 
una iglesia y en esa iglesia recibí restauración, 
acompañamiento y apoyo, y eso es lo que me lleva 
hoy a decirles lo siguiente: Es importante tener 
muy claro que proteger a las víctimas del abuso 
sexual, es una causa que no admite discusiones. 
La espada del Estado ha sido establecida por Dios, 
precisamente para castigar al malhechor y para 
proteger la vida de quienes portan su imagen. Una 
vez más, lastimosamente, algunos de los autores de 
este proyecto de ley están usando una noble causa 
como pretexto, para incurrir en una transgresión 
institucional sin precedentes, al intentar fusionar lo 
que no solo Dios, sino nuestra Constitución separó, 
que es el Estado y la Iglesia.

Voy a enumerar los tres peligros más fuertes que 
le encuentro a esta iniciativa de ley, que representa 
un ataque contra la libertad de los ciudadanos 
colombianos: Primero, la usurpación de la autoridad 
judicial, el primer gran peligro es la creación de 
una llamada Comisión Nacional de Investigación, 
con facultades de esclarecimiento de la verdad 
que operan por fuera del Sistema Judicial Penal. 
En un Sistema Republicano, la espada del Estado 
solo es legítima cuando se ejerce con las garantías 
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de un debido proceso, pero este proyecto pretende 
crear una estructura de para justicia, que investigue 
patrones y estructuras institucionales antes que 
delitos individuales.

Segundo peligro que encuentro, el Estado 
dictando el qué, el quién y el cómo. El peligro más 
profundo de este proyecto de ley es que le otorga 
al Estado la facultad de definir qué es un abuso de 
autoridad espiritual. Aquí entramos en un terreno 
donde el Estado pretende usurpar lugares que no le 
corresponden, con una intromisión indebida. Cuando 
este proyecto habla de desmantelar estructuras de 
poder dentro de las iglesias, en su artículo 15, está 
autorizando a los funcionarios públicos para decidir 
cómo se debe organizar una comunidad de fe y 
quién.

Presidente:
El minuto, sí señora.
Continúa con el uso de la palabra Angélica 

Narváez, del Movimiento Nacional por la 
Familia:

El peligro: la imposición de una verdad oficial 
estatal. Este proyecto busca establecer una narrativa 
histórica oficial sobre las creencias y prácticas 
religiosas, bajo un concepto falso de reparación 
simbólica, este proyecto incurre en una atribución 
de competencias injustificada, toda vez que la 
protección de los bienes jurídicos tutelados ya se 
encuentra plenamente garantizada bajo el Código 
Penal y bajo el Código de Infancia y Adolescencia.

Así que lastimosamente estamos frente a una 
iniciativa ideológica, por lo cual le quiero pedir a 
esta Comisión Primera que, en aras de la verdadera 
justicia, del sentido común y de la protección de los 
principios republicanos, sea archivada esta iniciativa 
de ley. Muchas gracias. 

Presidente:
Manuel Castañeda de Resabsec y se prepara 

Adriana Gutiérrez.
La Presidencia concede el uso de la palabra a 

Manuel David Castañeda, de Resabsec:
Buenos días a todos los intervinientes, honorables 

Representantes. Comparezco ante esta Audiencia 
Pública no solo como Abogado, sino como 
sobreviviente de abuso sexual cometido por un 
Sacerdote cuando tenía apenas 5 años. Comparezco 
con la responsabilidad personal y profesional 
de contribuir a la construcción de una respuesta 
institucional, frente a una realidad que durante 
décadas ha permanecido en silencio. Hablar de un 
abuso sexual infantil, especialmente en contextos 
clericales, no es fácil, no lo es para quienes lo han 
vivido, ni para una sociedad que durante años ha 
preferido no escuchar. Sin embargo, precisamente 
porque ha existido silencio, es necesario hablar con 
claridad, con respeto y con firmeza.

Cuando el abuso ocurre a los 5 años, no solo se 
vulnera la integridad física de un niño o una niña; 
se vulnera su desarrollo emocional, su confianza en 
los adultos, su percepción de seguridad y en muchos 

casos, su relación con la espiritualidad. El daño no 
termina en el momento del abuso; el daño puede 
acompañar durante toda la vida. Los sobrevivientes 
del abuso sexual en contextos clericales, enfrentan 
obstáculos particulares, no solo deben enfrentar el 
trauma del abuso, sino también el poder simbólico 
de la institución religiosa, el miedo a no ser creídos, 
la presión social, la culpa inducida y en muchos 
casos, la prescripción de los delitos antes de que 
la persona esté emocionalmente preparada para 
denunciar. En mi caso, el Sacerdote falleció, muchos 
sobrevivientes tardan décadas en poder hablar, 
algunos nunca lo logran, otros solo encuentran la 
fortaleza para hacerlo cuando ya han construido 
herramientas personales y profesionales que les 
permitan enfrentar el dolor y el silencio.

Por eso, el Proyecto de Ley número 315 de 2025 
representa una oportunidad histórica para Colombia. 
La creación de la Comisión Nacional de Investigación 
para el esclarecimiento de la verdad y reparación 
integral a las sobrevivientes o los sobrevivientes de 
abuso sexual en contextos clericales y religiosos, 
constituye un paso fundamental para reconocer la 
dimensión real del problema y construir mecanismos 
efectivos de reparación. Las experiencias 
internacionales han demostrado que las Comisiones 
de Verdad son herramientas eficaces para abordar 
violencias estructurales, que han permanecido 
ocultas. Países como Irlanda, Australia, Francia, 
España y Alemania, han implementado Comisiones 
similares para investigar abusos sexuales en 
contextos religiosos, logrando identificar patrones 
institucionales, reconocer sobrevivientes y formular 
recomendaciones de política pública.

Colombia no puede quedarse atrás, el Estado 
Colombiano tiene la obligación constitucional 
e internacional de proteger a los niños, niñas 
y adolescentes contra toda forma de violencia 
sexual. Así lo establece el artículo 44 de nuestra 
Constitución Política, que reconoce los derechos de 
los niños como prevalentes sobre los derechos de los 
demás. Adicionalmente, el Comité de los Derechos 
del Niño de las Naciones Unidas, ha manifestado su 
preocupación por los casos de abuso sexual infantil 
en Colombia, incluyendo aquellos cometidos por 
personal religioso y ha recomendado al Estado 
Colombiano investigar estos hechos, garantizar 
reparación integral y adoptar medidas estructurales 
de prevención. Esto significa que la aprobación 
del Proyecto número 315 de 2025, no solo es una 
decisión legislativa, sino también una respuesta 
necesaria frente a compromisos internacionales del 
Estado Colombiano. 

Esta comisión permitiría: Primero, esclarecer la 
verdad, muchas personas han vivido durante años 
sin que sus testimonios sean escuchados, la verdad 
es el primer paso para la reparación. Segundo, 
reconocer a los sobrevivientes, el reconocimiento 
institucional.

Presidente:
El minuto, por favor.
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Continúa con el uso de la palabra Manuel 
David Castañeda, de Resabsec:

Gracias. Segundo, reconocer a los 
sobrevivientes, el reconocimiento institucional tiene 
un profundo valor reparador. Tercero, identificar 
patrones institucionales, no solo se trata de casos 
individuales, sino de comprender cómo el silencio, 
la falta de control y la ausencia de mecanismos de 
denuncia permitieron que estos hechos ocurrieran. 
Cuarto, formular recomendaciones de política 
pública, la Comisión podría proponer formas 
legales, protocolos de prevención y mecanismos 
de protección para evitar la repetición. Quinto, 
avanzar hacia la reparación integral, la reparación 
no es solo económica; incluye atención psicológica, 
reconocimiento simbólico, garantías de no repetición 
y acceso a la justicia.

Como Abogado, considero que esta Comisión 
fortalecería la institucionalidad democrática y el 
cumplimiento del deber del Estado, de proteger a 
la niñez frente a violaciones graves de Derechos 
Humanos. Como sobreviviente, considero que esta 
Comisión representa la posibilidad de que muchas 
personas que durante años han vivido en silencio, 
puedan ser finalmente escuchadas. Este proyecto no 
es contra la fe, no es contra la religión, no es contra 
la espiritualidad; es a favor de la niñez, de la verdad 
y la justicia. Las instituciones religiosas cumplen 
un papel importante en la sociedad, precisamente 
por esa importancia, deben existir mecanismos que 
garanticen transparencia, protección de menores y 
responsabilidad institucional cuando ocurren abusos. 
El silencio nunca ha protegido a los sobrevivientes; 
el silencio solo ha protegido a los agresores, hoy 
Colombia tiene la oportunidad histórica de romper 
ese silencio. Aprobar este Proyecto de Ley número 
315 de 2025, garantiza la participación activa de 
sobrevivientes en la Comisión.

Presidente:
Gracias Manuel por el testimonio. Seguimos 

con Adriana Milena Gutiérrez, no se identifica 
la organización, o si solamente participa a título 
personal, así que nos gustaría que en el momento de 
intervenir nos informe a quién representa Adriana 
Milena Gutiérrez, sigue.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Adriana Milena Gutiérrez López, Ciudadana:

Buenos días honorables Congresistas y 
participantes de esta Audiencia. Hoy no vengo en 
representación de una institución, sino como una 
creyente que desde niña ha crecido y vivido en 
comunidades de fe, comunidades que con todas 
sus imperfecciones, buscan vivir conforme a los 
principios de verdad, justicia y amor enseñados en 
el evangelio. Quiero comenzar afirmando que la 
justicia ocupa un lugar central en la cosmovisión 
bíblica. La justicia refleja el carácter de Dios: “Él 
hace justicia al oprimido y da alimento al que tiene 
hambre y se asegura que los huérfanos y las viudas 
reciban justicia”. Como dijo Timothy Keller, desde 
los tiempos antiguos el Dios de la Biblia destaca 

entre los dioses de las demás religiones, como un 
Dios al lado de los desvalidos y de justicia para el 
pobre.

Por tanto, como creyente reconozco como justa 
toda iniciativa que busque la reparación integral de 
las víctimas, los actos de perdón público por el daño 
causado y la creación de mecanismos que eviten su 
repetición. Exigir justicia no es estar en contra de la 
fe; es en realidad profundamente bíblico y responde 
también a un llamado que Dios nos ha hecho: 
“Aprendan a hacer el bien, busquen la justicia, 
reprendan al opresor, defiendan al huérfano y 
aboguen por la viuda”. Así mismo la escritura es clara: 
“Nada hay oculto que no haya de ser manifiesto” y 
también nos exhorta: “Aborreced lo malo, seguid lo 
bueno”. Desde esa convicción, un creyente no puede 
encubrir el mal, negarse a investigar o silenciar el 
abuso contradice el evangelio, daña a las víctimas y 
corrompe el testimonio de la fe, por ello, apoyar el 
esclarecimiento de la verdad, especialmente cuando 
se trata de víctimas vulnerables como niños, niñas y 
adolescentes, no es opcional.

Sin embargo, el evangelio también nos advierte 
sobre la forma en que se ejerce esa justicia: “No 
paguéis a nadie mal por mal” y en Jesús vemos la 
perfecta unión entre gracia y verdad. El evangelio 
no se detiene en la sanción; apunta a la restauración. 
Aunque la ley pedía castigo para la mujer samaritana, 
Jesús le otorgó restauración.

El modelo de Jesús nos muestra una justicia que 
busca sanar lo roto, restaurar las víctimas y llamar 
al arrepentimiento genuino. La verdadera justicia no 
solo castiga, transforma, y esto resume un poco de 
lo que se trata la justicia restaurativa. Por eso este 
proyecto tiene una oportunidad única e histórica: no 
limitarse a un enfoque punitivo, sino incorporar una 
visión de justicia restaurativa, que permita procesos 
reales de sanidad. 

Después de haber leído el documento y 
para la legitimidad misma de este proceso, 
considero necesario que se revisen los posibles 
sesgos ideológicos, que se prevenga cualquier 
instrumentalización política, que se garantice un 
debido proceso, que no haya generalización contra la 
fe y acusaciones injustas hacia todos los creyentes, 
previniendo que se convierta en una herramienta 
de estigmatización o persecución religiosa. Quiero 
también hacer un llamado respetuoso a quienes 
lideran este Proyecto, es fundamental escuchar a las 
comunidades de fe, no como un gesto simbólico, sino 
como un ejercicio real de construcción participativa. 
Son estas comunidades las que vivirán directamente 
los efectos de esta Ley en los territorios. En esa 
línea, un punto de partida concreto.

Presidente:
Tranquila, queda un minuto para finalizar.
Continúa con el uso de la palabra Adriana 

Milena Gutiérrez López, Ciudadana:
Gracias. En esa línea, un punto de partida 

concreto es abrir espacios de diálogo sobre este 
proyecto, en las diferentes Mesas Interreligiosas 
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que se encuentran establecidas en las regiones 
de Colombia. Por varios años participé y lideré 
procesos desde la Mesa Interreligiosa de Jóvenes, 
y estoy segura de que los ejercicios de diálogo y el 
acercamiento de ustedes en estos espacios, aportarán 
experiencia, conocimiento y también las alertas 
necesarias para enriquecer el proyecto.

Finalmente, es importante reconocer algo que 
no siempre se dice en estos escenarios: a lo largo 
y ancho del país las comunidades de fe han estado 
presentes incluso donde el Estado no ha llegado. 
Han acompañado a las víctimas, han promovido 
reconciliación y han servido como actores de Paz, 
reparación y cohesión social. Eso no niega los errores 
que deben ser investigados y sancionados, pero sí 
exige una mirada justa y completa. Especialmente 
en las comunidades rurales, las comunidades de fe 
han sido víctimas del conflicto armado. Pastores y 
líderes eclesiales han sido reconocidos como líderes 
sociales transformadores en sus territorios, pero así 
mismo, muchos han sido señalados, amenazados 
e incluso asesinados por defender los principios 
bíblicos de Paz, justicia, perdón y reconciliación. 
Hoy el llamado es claro: construir una Ley que esté 
verdaderamente del lado de la verdad, la justicia y 
las víctimas, sin renunciar.

Presidente:
Nos quedan tres últimas intervenciones. Entonces 

Andrés Krohne y se prepara Luisa Fernanda 
Fernández. Andrés.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Andrés Krohne, ciudadano:

Gracias Representante. Lo primero es 
solidarizarme con las víctimas y expresar mi 
admiración por elevar su voz. A su vez, me permito 
precisar que cualquier tipo de abuso sexual cometido 
en cualquier escenario, e inclusive sobre todo en el 
religioso, es reprochable. Sin embargo, esa no es 
la discusión, la discusión es si la creación de esta 
Comisión constituye un mecanismo oportuno, 
legítimo y coherente con el Ordenamiento Jurídico 
Colombiano, y la respuesta a ese interrogante es que 
no.

Corriendo el riesgo de sonar un poco repetitivo, 
pues yo creo que ya se ha quedado claro, que el 
Estado ya tiene aparatos diseñados para investigar, 
juzgar y sancionar. De manera que yo creo que el 
problema no es la falta de mecanismos, como tal vez 
se planteaba acá con anterioridad, sino su eficacia. 
De manera que yo creo que tenemos que enfocarnos 
Representante, en fortalecer esas instancias para que 
no haya esa falta de Estado que por acá denunciaban, 
sin embargo, si es que ese es el propósito que se 
busca.

Ahora bien, me sumo a las preocupaciones 
elevadas en materia del debido proceso. Lo dijeron 
primero los romanos: in dubio pro reo, en caso de duda 
se falla favorablemente para el acusado y nosotros 
lo acogimos y lo ampliamos en nuestra Constitución 
en el artículo 29, al hablar de la presunción de 
inocencia. Si lo analizamos paralelamente, si se 

quiere, con la JEP, yo creo que queda claro que 
en los informes de esta Comisión se violaría o se 
transgrediría la presunción de inocencia, como se ha 
planteado con anterioridad en otras intervenciones. 
Y la Iglesia Católica, como cualquier otra confesión, 
goza de protección constitucional en cuanto a su 
organización y ejercicio de culto. Si bien esto no 
es, ni debe nunca ser una inmunidad ante los delitos 
penales o la ley penal, yo sí creo que una cosa es 
perseguir o buscar, investigar los delitos y otra muy 
distinta es crear un mecanismo estatal con vocación 
y propósito único de investigar estructuralmente a 
una confesión en particular, siendo esta claramente 
la Iglesia Católica. El Estado colombiano no puede 
prestarse para semejante arbitrariedad.

Y cierro con lo siguiente: esta Comisión, 
su misma existencia no es, como lo pretende 
ser tal vez Representante, investigar la verdad, 
sino por el contrario yo creo que lo que busca es 
elevar una persecución seudojurídica y política en 
contra de la Iglesia Católica. Si bien reconozco 
que se han cometido estos delitos desde la Iglesia 
y deben castigarse, la forma de hacerlo no es 
crear más burocracia, no es crear una Comisión 
para investigarlo, sino por el contrario fortalecer 
las instancias y elevarlo a las instancias que ya 
comprenden nuestra ley y Constitución que lo rigen. 
Pido el último minuto para concluir, Representante.

Presidente:
Un minuto en cabina, por favor.
La Presidencia concede el uso de la palabra a 

Andrés Krohne, Ciudadano:
Me parece también irrespetuoso, que se ha hablado 

del respeto en esta Audiencia, que, en muchas 
intervenciones, por ejemplo, de aquellos que hablan 
a nombre de la Conferencia Episcopal, terminen 
con risas. No me parece que ninguna postura con 
este tema sea motivo de risa de ningún lado, porque 
esto es un tema sensible, como se ha planteado. 
Y yo hago un llamado, primero al respeto a la fe 
y también a la Iglesia, a la Conferencia Episcopal 
y a las otras denominaciones religiosas, pues a no 
cometer delitos, es lo más básico y lo más elemental, 
porque sí es un problema y toca abordarlo, pero toca 
abordarlo de una manera que ya está estipulada en 
nuestra ley y Constitución.

De manera que cierro diciendo, que Dios no es 
un chiste, yo creo que la fe se tiene que respetar, 
pero también debe haber un acompañamiento y 
un enfoque importante para las víctimas. Muchas 
gracias.

Presidente:
Gracias Andrés. Luisa Fernanda Hernández, te 

tengo acá a título personal ¿Cierto? Gracias.
La Presidencia concede el uso de la palabra a 

Luisa Fernanda Hernández, Ciudadana:
Buenos días. Intervengo en mi calidad de 

ciudadana, de profesional y de católica. Mi postura 
hoy no es de indiferencia ante el dolor de las 
víctimas, sino de preocupación por la integridad de 
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nuestro sistema jurídico y la eficiencia del uso de los 
recursos del Estado. Entiendo que la justicia no solo 
debe ser un ideal moral, sino un sistema operativo 
funcional, coherente y respetuoso con los pilares 
que sostienen nuestro Estado Social de Derecho. 
El proyecto propone una justicia temática, lo cual 
contradice la esencia de la igualdad ante la ley. El 
bien jurídico a proteger es la libertad e integridad 
sexual y esta debe tutelarse por igual, sin importar el 
cargo o la condición del victimario.

El profesor Robert Alexy, sostiene que el 
principio de igualdad implica que no debe tratarse 
de manera diferente lo que es esencialmente igual, 
a menos que exista una razón objetiva y suficiente. 
Crear una Comisión exclusiva para el sector religioso 
discrimina a las víctimas de otros contextos; como 
los familiares, deportivos o corporativos, valga traer 
a colación el caso tan famoso que hoy tenemos de 
Caracol Televisión, enviando el mensaje de que 
existen víctimas de primera y segunda categoría 
dependiendo de quién las agredió.

El Ordenamiento Jurídico Colombiano ya cuenta 
con los órganos para castigar estos delitos. Crear una 
Comisión excepcional sugiere la desconfianza del 
Estado hacia su propia jurisdicción penal ordinaria, 
como lo señala la doctrina procesal, que indica que 
la jurisdicción es única y soberana; su fragmentación 
por motivos ideológicos o sectoriales debilita la 
confianza en el Juez natural. Bajo el pretexto de 
introducir correctivos, el Estado pretende obtener una 
potestad absoluta de intervención en las confesiones 
religiosas. Autores como Friedrich Hayek, advierten 
que cuando el Estado comienza a regular las esferas 
más íntimas de la sociedad, como la fe, se encamina 
hacia un modelo totalitario donde se pierde la 
autonomía del individuo frente al poder central.

Los integrantes de esta Comisión actuarían como 
Comisarios de Inspección sobre la fe, propios de 
regímenes donde el Estado absorbe a la sociedad 
civil. Esto elimina de tajo la separación Iglesia-
Estado, principio fundamental de la laicidad positiva 
que protege la libertad de culto frente a la injerencia 
política arbitraria. Se genera una duplicidad de 
funciones entre la Fiscalía y el ICBF y la creación de 
entes paralelos sin facultades sancionatorias, genera 
un gasto ineficiente y diluye la responsabilidad 
institucional. No existe un vacío que justifique esta 
burocracia. La Ley 2086 de 2021 ya garantiza la 
imprescriptibilidad de abusos contra menores, la 
justicia se fortalece invirtiendo en los Jueces que ya 
existen, no con organismos temporales para emitir 
informes que carecen de mérito ejecutivo.

El artículo 10 del proyecto, al enfocar 
responsabilidades indemnizatorias en instituciones 
religiosas, colisiona con el Concordato y con 
la Ley 20 de 1974, que integra nuestro bloque 
de constitucionalidad. Ignorarlo acarreará 
responsabilidades internacionales para el Estado 
Colombiano ante Tribunales Extranjeros. La 
estructura punitiva del proyecto pone en riesgo la 
presunción de inocencia, esto ya lo mencionó el 
compañero, lo voy a omitir. Dada la complejidad 

de esta iniciativa, solicito formalmente, antes de 
iniciar cualquier debate de fondo, se cumpla con los 
siguientes requisitos: Primero, concepto de impacto 
fiscal, que según el artículo 7° de la Ley 819, obliga 
que todo proyecto que ordene gasto, sea compatible 
con el marco fiscal de mediano plazo y sin este 
concepto del Ministerio de Hacienda, el trámite está 
viciado de nulidad.

Segundo, concepto de la Cancillería, para evaluar 
la compatibilidad de esta norma con el Concordato 
y otros tratados vigentes, para evitar litigios 
internacionales. Tercero, Mesas Técnicas Regionales 
para garantizar el principio de participación 
democrática y descentralización que exige nuestra 
Constitución. Solicito a esta honorable Mesa, que una 
vez. 

Presidente:
Gracias doctora Luisa Fernanda. Le pido a la 

secretaría que tramitemos esas dos solicitudes: el 
concepto de impacto fiscal al Ministerio de Hacienda 
y el concepto de Cancillería frente al Concordato.

Ya tenemos la última intervención. Me dice 
Jennifer que Marcos Torres ha decidido hacer uso de 
la palabra, en nombre de la Red de Sobrevivientes 
de Delitos Sexuales en Contextos Religiosos y 
Clericales. Esa sería nuestra última intervención. Así 
que, ¿cómo es tu nombre? ¿dónde estás? Me dice 
Jennifer que sí está. Entonces Marco y Sandra, damos 
el uso de la palabra. Tres minutos, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Marcos Torres, de la Red de Sobrevivientes 
de Delitos Sexuales en Contextos Religiosos y 
Clericales:

Honorable Presidente, quisiera solicitarle 
amablemente que me regalara dos minutos más para 
dos intervenciones, por favor, para Lía Roa y Catalina 
Ovalle, por favor. No, no de mi tiempo. No importa, 
no importa, si yo no hablo, es importante que esas 
personas se manifiesten. Si el Presidente considera, 
me puede dar los tres minutos posterior.

Presidente:
Sí, porque hemos tratado, como hacen parte 

todos de una misma organización, hemos tratado de 
escuchamos a las dos personas que comenta Marco 
y cierra Sandra. ¿Le parece bien, Sandra? Muchas 
gracias.

Continúa con el uso de la palabra Marcos 
Torres, de la Red de Sobrevivientes de Delitos 
Sexuales en Contextos Religiosos y Clericales:

No pertenecen a la organización, sin embargo, 
desde la Presidencia se les negó el uso de la palabra, 
por eso estoy solicitando que se le dé la palabra de 
mi tiempo.

Presidente:
Sí, aquí a nadie se le ha negado el uso de la 

palabra. Bien pueda las dos personas que refiere 
Marcos.

Secretario:
Le agradezco a las dos personas que van a 

intervenir, por favor indicar su nombre completo al 
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inicio, porque como no los tenemos registrados en 
los inscritos, para que nos quede en el Acta nombre 
completo, por favor.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
Angie Catalina Avella Pita, Ciudadana:

Hola, buenos días. Mi nombre es Angie Catalina 
Avella Pita, Politóloga e investigadora del cuerpo 
como texto, exalumna del colegio Salesiano de 
Duitama. Después de ser consciente de cómo la 
Iglesia Católica ha moldeado mi forma de habitar 
el mundo, tuve que ir al cuerpo para leer y escribir 
lo que habían hecho en mí, formada por monjas 
y sacerdotes, para las que siempre fui mucho o 
muy contestona, muy visible, muy llamativa, muy 
extravagante. ¿Para qué modo de ver era llamativa? 
¿para qué mirada era llamativa? ¿tal vez para esa 
misma que abusó del hermano de una compañera de 
mi colegio que apenas tenía 6 años? O para la misma 
mirada que compró a una, suena horrible, a una 
compañera de mi salón dándole perfumes, bolsos, 
regalos, hasta que ella accedió a tener relaciones 
sexuales con él. Estos casos complejos son los que 
quiero hacer el llamado que se tengan en cuenta, un 
caso complejo donde hay manipulación económica 
en un contexto educativo de por medio, donde hay 
una nota, donde hay la posibilidad de graduarse o no. 
¿Qué pasa cuando el abuso sexual se ejerce de esta 
manera? Para mí no hay ausencia de un ejercicio de 
poder, sigue habiendo un ejercicio de poder y una 
relación de poder.

Por eso, hago el llamado que hoy el Sistema 
Educativo sigue siendo altamente administrado 
por la Iglesia Católica y en el encubrimiento no 
solamente están relacionados otros eclesiastas, sino 
también docentes y administrativos. ¿Qué pasa con 
estos docentes? ¿cuál es la postura del Ministerio de 
Educación Nacional en relación con los docentes 
que encubren a los curas y también con los 
administradores del colegio? o en el caso contrario, 
¿qué pasa con los docentes que son abusadores o 
han cometido algún abuso de violencia sexual, que 
este fue mi caso y que fue encubierto por un cura?

Creo que ante estos vacíos y ante esta complejidad 
jurídica que se puede llegar a presentar, quiero 
hacer el llamado a que se tenga en cuenta ¿qué pasa 
cuando la víctima, uno es mayor de 14 años y dos 
accedió de una manera no violenta a tener relaciones 
sexuales con algún no solamente representante de la 
iglesia, sino algún trabajador que fue encubierto por 
la iglesia?

Presidente:
Gracias por la participación. Sigue, nos regala el 

nombre completo y los mismos 3 minutos.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a Lía Roa, Coordinadora de la Pastoral de 
Diversidad:

Un abrazo fraterno a las víctimas y sobrevivientes. 
Mi nombre es Lía Roa. Hoy hablo ante ustedes 
señores Congresistas y representantes de la 
sociedad civil, como Coordinadora de la Pastoral de 
Diversidad, iniciativa de la Arquidiócesis de Bogotá, 

pero sobre todo como mujer católica, sí, como mujer 
católica que hoy siente una profunda indignación. He 
escuchado con vergüenza cómo los representantes 
de la Conferencia Episcopal y otras hermanas 
católicas, han utilizado este espacio para buscar 
excusas y proteger la institución por encima de las 
personas. Como católica, mi fe no me pide silenciar 
el dolor, me exige denunciar la injusticia. Por eso 
respaldo este proyecto de ley sin vacilaciones. No 
podemos seguir permitiendo que se use la religión 
como una muralla de impunidad. La Iglesia no es una 
estructura de archivos reservados, debe ser ante todo 
una comunidad de cuidado para los más vulnerables. 
Es vergonzoso que ante crímenes atroces contra 
las infancias y las adolescencias, la respuesta 
institucional sea el tecnicismo o el ocultamiento, o 
que les preocupe más el embargamiento de cuentas 
y bienes. Señor Presbítero Leonardo, exorcicemos 
la Iglesia de las excusas y entronicemos la verdad, 
debemos recordar a la jerarquía de la Iglesia que 
Jesucristo nos convoca a algo claro, que la verdad 
nos hará libres. No hay libertad en el encubrimiento 
ni hay Paz en el silencio impuesto. Quien oculta la 
verdad traiciona la esencia misma del evangelio. 
Finalmente, quiero cerrar con un agradecimiento 
lleno de admiración a Támara y a la Fundación 
Resabsec, ustedes han sido los verdaderos guardianes 
de la verdad, cuando las instituciones religiosas nos 
han fallado, gracias por su valentía para enfrentar 
este sistema y por recordarnos que la dignidad de 
las víctimas, es lo único sagrado en esta discusión. 
Señores Representantes, les pido que legislen por 
las víctimas y no por intereses de quienes temen a la 
luz. Muchas gracias.

Presidente:
Gracias. Tiene la palabra Sandra Medina de la 

Fundación ZION y me excuso que si estaba inscrita 
pero no la teníamos resaltada, pero acá estamos para 
oírla hasta el final, muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a Sandra Medina, Directora de la Fundación 
ZION:

Buenos días para todos, me tocó el cierre. Estamos 
aquí todos, porque entendemos lo catastrófico y 
devastador que es este flagelo del abuso sexual 
infantil en la vida de un ser humano. Entendemos 
también que el espíritu de la ley también es prevenir 
estos flagelos. Hoy hablo desde la voz de una niña y 
lo que a ella le hubiese gustado escuchar, mirando al 
futuro, mirando las nuevas generaciones y el amor 
por dejar un mundo mejor para nuestros niños, niñas 
y adolescentes. Porque cuando un niño es atendido 
dentro de los seis meses posteriores al hecho, sus 
efectos y las consecuencias a las cuales hemos 
tenido que sufrir todos los que pasamos por este 
flagelo, disminuyen en un alto porcentaje.

Soy Directora de Fundación ZION, quien a 
través de su programa Cuidando Ando, se enfoca en 
la prevención del abuso sexual infantil y el maltrato 
en niños, niñas y adolescentes. Pero también hoy 
hablo como una sobreviviente de este flagelo en un 
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contexto religioso y con la experiencia de las duras 
consecuencias a corto, mediano y a largo plazo. 
Pero también como gestora social que ha estado 
en las comunidades de todo tipo, sensibilizándolos 
y entrenándolos, entrenando adolescentes, niños, 
padres, cuidadores, líderes religiosos y sociales. 
Entendiendo que más del 70% de este flagelo ocurre 
o es realizado por familiares y el 90% por personas 
cercanas a los niños, niños y adolescentes. No solo 
en los contextos religiosos. 

Reparar sí, pero que ha de prevenir, este es un 
importante proyecto y gracias por preocuparse 
en este tema. Sin embargo, el encubrimiento y la 
impunidad ha sido histórica en todos los sectores, 
personas y víctimas, que obedece en gran medida 
y lo que nos hemos encontrado en las comunidades 
cuando hemos ido a trabajar con ellas, es que hay 
una falta de educación, de sensibilización en esta 
área, por lo cual a través de décadas y muchos años, 
se ha normalizado el abuso sexual infantil. La forma 
de acabar con el encubrimiento y la impunidad 
también es informar, también es capacitar a las 
comunidades, porque nos hemos encontrado con 
mucha desinformación y muchísima ignorancia 
acerca de este flagelo. No sabemos qué es el abuso 
sexual infantil, no sabemos qué es un acceso carnal, 
no sabemos qué es un acto carnal y es lo que yo 
me encuentro con los padres, madres y todas las 
comunidades a las que voy. 

Podemos juzgar estos casos sin hacer pedagogía, 
pero nos quedamos cortos y no seríamos tan 
efectivos, hace falta mucha capacitación y mucha 
sensibilización, porque leyes hay, las normas están, 
pero no se conocen, como tampoco se conocen en 
las comunidades este flagelo y la profundidad de este 
flagelo en todas sus formas. Falta sensibilización, 
hemos confundido error, delitos, con pecados. No 
sabemos qué tratamiento darle a cada una de estas 
cosas. Necesitamos sensibilizar en lo que es el abuso, 
los factores de riesgo, los factores de la protección, 
las rutas de atención, educar y entrenar.

Presidente:
El minuto, por favor.
La Presidencia concede el uso de la palabra 

a Sandra Medina, Directora de la Fundación 
ZION:

Gracias. Educar y entrenar entonces a las 
comunidades a través de diferentes comités es 
muy necesario. No se sabe lo que es el abuso ni 
la razón, y la razón por la, y esta es la razón por 
la cual se ha normalizado en todos los sectores. 
Tenemos falencias como país en capacitación, 
tenemos falencias en tener manuales de protección 
integral a niños, niñas, adolescentes, tenemos 
falencias en conformar comités de protectores 
infantiles en todas las instituciones, incluyendo 
colegios, incluyendo universidades, incluyendo 
iglesias. Necesitamos tener protocolos de cuidado 
y protección a la comunidad que trabaja con niños, 
niñas y adolescentes.  Todas las comunidades 
deberíamos convertirnos en entornos protectores, 

no necesitamos más normas, necesitamos entonces, 
que no se minimice el poder de informar y capacitar. 
Soy testimonio que en el mismo escenario que fue 
la iglesia donde fui abusada y dañada por muchos 
años, allí mismo Dios me restauró y hoy estoy aquí 
para poder ayudar a construir un futuro mejor para 
nuestras nuevas generaciones. Muchas gracias.

Preside la Audiencia la honorable 
Representante Jennifer Dalley Pedraza Sandoval:

Presidenta: 
Por último entonces para cerrar la audiencia, 

vamos a darle la palabra a Marcos, que ha 
venido dirigiendo la conversación a nombre de 
la red de sobrevivientes, Marcos Torres, Red de 
Sobrevivientes de Delitos Sexuales en contextos 
religiosos y clericales. Tienes tres minutos. La 
Presidencia concede el uso de la palabra a Marcos 
Torres, de la Red de Sobrevivientes de Delitos 
Sexuales en Contextos Religiosos y Clericales:

Ya, gracias. Muy buenas tardes a todas las 
personas que han estado todo este espacio en esta 
audiencia. Quiero agradecer a las entidades del 
Estado que han estado; sin embargo, es importante 
hacerles el llamado a que no sean hipócritas. 
Desde esta organización, hemos buscado a todas 
las entidades que están aquí, a todas, Defensoría, 
Consejería.

Presidenta: 
Perdóname que te interrumpa, pero es importante 

que podamos dar esta discusión en los términos más 
respetuosos posibles.

Continúa con el uso de la palabra Marcos 
Torres, de la Red de Sobrevivientes de Delitos 
Sexuales en Contextos Religiosos y Clericales:

Gracias Representante. A la Alta Consejería para 
los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario, a la Defensoría del Pueblo, al 
Ministerio de Salud, al ICBF, al Ministerio de 
Justicia, y todos ellos han brillado por su ausencia. 
Eso hay que decirlo, con su jefe Lourdes me reuní 
en Suiza y fue un total silencio. 

Dicho esto, quiero hacer referencia específicamente 
al proyecto de ley que efectivamente, junto al 
compañero Fernando escribimos, hay que hacer una 
aclaración, varias aclaraciones: Uno, el proyecto de 
ley no es específico para niños, niñas, adolescentes, 
por cuanto eso es un trabajo del ICBF, este proyecto 
de ley lo que busca es que los niños, niñas, 
adolescentes o las personas, más bien, que siendo 
niños, niñas, adolescentes hayan sido vulnerados, 
hayan sido víctimas, puedan ser reparados; que 
el Estado reconozca esa responsabilidad, que las 
distintas confesiones religiosas entiendan esa 
responsabilidad. Entonces, esa primera aclaración. 

Segunda aclaración importante, el proyecto de 
ley no es contra la Iglesia Católica específicamente, 
uno tiene que leer muy bien el proyecto de ley, por 
eso dice contextos clericales y religiosos. Eso tiene 
toda una razón de ser, o sea si nosotros quisiéramos 
que fuera contra la Iglesia Católica, pues diríamos 
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Iglesia Católica. Sin embargo, también hay otras 
aclaraciones que hacer, las Iglesias Cristianas no 
tienen el concordato, el concordato es la Ley 20 
de 1974, en la cual el Estado Colombiano tiene un 
convenio, un Tratado Internacional con el Estado 
Vaticano, entonces hay que hacer esa claridad. 
Las confesiones religiosas simplemente van al 
Ministerio del Interior, le piden asuntos religiosos 
y les dan su certificado y su personería jurídica. La 
Iglesia Católica no funciona igual, listo. 

Ahora me voy a centrar, bueno me quedan 36 
segundos, no creo que pueda decir mucho. Solamente 
quiero decir y no voy a pedir el minuto más, que este 
proyecto no atenta contra la fe de nadie, eso es un 
error grave y una narrativa que algunas personas han 
querido implementar. Eso simplemente se trata de 
Derechos Humanos.

Preside la Audiencia el honorable 
Representante José Jaime Uscátegui Pastrana:

Presidente:
Bueno, agradecemos la valiosa participación 

de todos los presentes, aquí está el Representante 
Alirio Uribe, Jennifer Pedraza y quien les habla José 
Jaime Uscátegui, junto a la Autora Támara Argote, 

presidiendo esta Audiencia, todo queda en Acta y 
hará parte de la discusión. 

Yo solamente, a manera de cierre, recordarles 
que en este mismo recinto, aprobamos la Cadena 
Perpetua para violadores de niños en Colombia, así 
que creemos en la prevalencia de ese artículo 44 y 
ya veremos qué pasa con este nuevo esfuerzo, por 
atacar ese flagelo de la violencia contra nuestros 
niños, niñas y adolescentes. Muchas gracias, siendo 
entonces 12:26, cerremos la Audiencia Secretario.

Secretario:
Sí señor Presidente. Recordarle los 

agradecimientos a toda la Audiencia, recordarle que 
con esta Audiencia se ha dado estricto cumplimiento 
al artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, en cuanto a 
que todas las personas que se inscribieron y se 
hicieron presentes en el recinto pudieron intervenir. 
Así mismo, manifestarles a todos ustedes, que esta 
Audiencia será transcrita y publicada en la Gaceta 
del Congreso para conocimiento de todos los 
honorables Representantes.

Señor Presidente, siendo las 12:27 ha dado por 
terminada la Audiencia Pública.

ANEXOS: Ciento treinta y dos (132) Folios.
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